
JUZGADO VEINTICINCO CIVIL DEL CIRCUITO 

Carrera 10ª No. 14-33 P-12° 

Ccto25bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Link micrositio: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-025-civil-

del-circuito-de-bogota 

Bogotá D.C. 
 

CUADERNO 

PRINCIPAL (No. 1) 
 

Clase de Proceso: 

 

VERBAL 

 

Demandante(s): 

 

YHON  SEBASTIÁN  GONZÁLEZ  RUA  en  nombre  propio  y  en 

representación de su meno hija ALISON ARIANA GONZÁLEZ 

REYES; WILLIAN RICARDO QUINTERO  MOLINA  en  nombre  

propio  y  en  representación  de  los  menores  ADRIAN 

RICARDO  QUINTERO  REYES  y  JULIÁN  ALEXANDER  QUINTERO  

REYES;  y  JULIO ANTONIO  REYES  VARGAS 

 

Demandado(s): 

 

JORGE  ALBERTO  HERNÁNDEZ  GÓMEZ,  DIANA ELIZABETH  

TRIANA  PEÑUELA,  COOPERATIVA  DE  MOTORISTAS  DE  

MOSQUERA  Y FUNZA  COOMOFU  LTDA.,  y  LA  EQUIDAD  

SEGUROS  GENERALES  ORGANISMO COOPERATIVO 

 

Radicado No. 

11001310302520220006600 

mailto:Ccto25bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-025-civil-del-circuito-de-bogota
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-025-civil-del-circuito-de-bogota


27/4/22, 13:47 Correo: Juzgado 25 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADk0NGUwMGQ1LTQ2OWYtNDIyNS05ZTcxLTk2ZWNmZTk2YjI2MwAQAGfW0zOTSQRNq6VxQlImh4U… 1/1

REF. CONTESTACION DEMANDA Y LLAMAMIENTO EN GARANTIA RADICADO. 110013103025 2022 00066 00 PROCESO VERBAL
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL

Santis y Rojas Abogados LTDA <santis_abogados@hotmail.com>
Mar 26/04/2022 4:57 PM
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Señores 
JUZGADO 25 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 
E.                                                   S.                                                           D. 
 
REF.   CONTESTACION DEMANDA  Y LLAMAMIENTO EN GARANTIA
RADICADO. 110013103025 2022 00066 00 
PROCESO VERBAL RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 
DEMANDANTES: YHON SEBASTIÁN GONZÁLEZ RUA EN NOMBRE PROPIO Y EN REPRESENTACIÓN DE SU MENO HIJA ALISON ARIANA
GONZÁLEZ REYES; WILLIAN RICARDO QUINTERO MOLINA EN NOMBRE PROPIO Y EN REPRESENTACIÓN DE LOS MENORES ADRIAN
RICARDO QUINTERO REYES Y JULIÁN ALEXANDER QUINTERO REYES; Y JULIO ANTONIO REYES VARGAS. 
DEMANDADOS: JORGE ALBERTO HERNÁNDEZ GÓMEZ, DIANA ELIZABETH TRIANA PEÑUELA, COOPERATIVA DE MOTORISTAS DE
MOSQUERA Y FUNZA COOMOFULTDA., y LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES ORGANISMO COOPERATIVO.
 
CONTESTACION DEMANDA Y LLAMAMIENTO EN GARANTIA 

ERNESTO JAVIER SANTIS JIMENEZ identificado como aparece al pie de mi firma, en mi calidad de apoderado del señor JORGE ALBERTO
HERNANDEZ GOMEZ.  , encontrándome dentro del término legal para el efecto, me permito   anexar para los fines legales pertinentes los siguientes
documentos. 
 
1. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA junto con los siguientes anexos: 

El poder otorgado por el señor JORGE ALBERTO HERNANDEZ.
 
 

2. LLAMAMIENTO EN GARANTIA QUE HACEMOS A LA EQUIDAD SEGUROS O.C. junto con los siguientes anexos: 
 

Certificado de Existencia y Representación Legal de  LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES O.C.  expedido por la  CAMARA DE
COMERCIO DE BOGOTA.  
Certificado de Existencia y Representación Legal de  LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES O.C., expedido por  la
SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA. 
Certificado de la Póliza Básica RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL SERVICIO PUBLICO PASAJEROS No  AA16815
 expedida por LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES O.C.
Certificado de la Póliza en Exceso RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL SERVICIO PUBLICO PASAJEROS No
 AA16818  expedida por LA EQUIDAD SEGUROS 
Condiciones y Clausulado de la Póliza  RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL SERVICIO PUBLICO PASAJEROS,
expedida por LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES O.C. 

 

  

 
 Del Señor Juez 
 
 
 
Atentamente 
 
 
 
 
 
ERNESTO JAVIER SANTIS JIMENEZ 
C.C. No 79.465.590 de Bogotá

T.P. No 93.486 C.S de la J.


Correo electrónico: santis_abogados@hotmail.com


CARRERA 56 No 167-29 Oficina 206 de Bogotá 
CELULAR 3112818979 
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Señores 
JUZGADO 25 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 
E.                            S.                      D. 
 
 
REF: CONTESTACION DEMANDA 
RADICADO. 110013103025 2022 00066 00  
PROCESO VERBAL RESPONSABILIDAD CIVIL  EXTRACONTRACTUAL 
R YHON SEBASTIÁN GONZÁLEZ RUA EN NOMBRE PROPIO Y EN 
REPRESENTACIÓN DE SU MENO HIJA ALISON ARIANA GONZÁLEZ REYES; 
WILLIAN RICARDO QUINTERO MOLINA EN NOMBRE PROPIO Y EN 
REPRESENTACIÓN DE LOS MENORES ADRIAN RICARDO QUINTERO REYES Y 
JULIÁN ALEXANDER QUINTERO REYES; Y JULIO ANTONIO REYES VARGAS. 
DEMANDADOS: JORGE ALBERTO HERNÁNDEZ GÓMEZ, DIANA ELIZABETH 
TRIANA PEÑUELA, COOPERATIVA DE MOTORISTAS DE MOSQUERA Y FUNZA 
COOMOFU LTDA., y LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES ORGANISMO 
COOPERATIVO.DEMANDANTES:  
 
ERNESTO JAVIER SANTIS JIMENEZ, identificado como aparece al pie de mi firma en mi 
calidad de apoderado de la JORGE ALBERTO HERNANDEZ GOMEZ, según consta en 
el poder que se adjunta a la presente, en forma comedida y respetuosa, me dirijo al señor 
Juez, para proceder dentro del término conferido por la ley para ello, a CONTESTAR LA 
DEMANDA, en los siguientes términos: 

 

1. A LOS HECHOS LA DEMANDA 
 

 

AL HECHO 4.1.:  Es cierto. 

AL HECHO 4.2.: No me consta. Debe probarse. 

AL HECHO 4.3.: No me consta. Debe probarse. 

AL HECHO 4.4.: No me consta. Debe probarse. 

AL HECHO 4.5.: Es cierto. 

AL HECHO 4.6.: Es cierto. 

AL HECHO 4.7.:  Es cierto. 

AL HECHO 4.8.: Es cierto.  

AL HECHO 4.9.: Es cierto. 

AL HECHO 4.10.: Es cierto. 

AL HECHO 4.11.: Es cierto que el policía de tránsito señaló una hipótesis, pero contrario 
a lo sostenido por el señor apoderado de la parte actora, la hipótesis colocada por el 
agente de tránsito solo tiene efectos estadísticos tal como quedó señalado en el numeral 
2.12 del MANUAL PARA DILIGENCIAR EL INFORME POLICIAL DE ACCIDENTE DE 
TRANSITO expedido por el MINISTERIO DE TRANSPORTE, donde al referirse a la 
casilla de hipótesis, establece que: “la causa descrita por la autoridad de tránsito no 
corresponde a un juicio de responsabilidad en materia penal. La importancia de registrar 
la causa, está dada con el fin de determinar estadísticamente cual es el factor de mayor 
incidencia en los accidentes” . 
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AL HECHO 4.12.: Es cierto, pero reitero que las hipótesis consignadas por el agente de 
tránsito cumplen una función estadística y no sirven para determinar la responsabilidad de 
los conductores. 

AL HECHO 4.13.: No me consta. Debe probarse. 

AL HECHO 4.14.: Es cierto, pero la ciclista también estaba adelantando una actividad de 
riesgo. 

AL HECHO 4.15.: No me consta. Debe probarse. 

AL HECHO 4.16.: No me consta. Debe probarse. 

AL HECHO 4.17.: No me consta. Debe probarse. 

AL HECHO 4.18.: No es cierto. Hubo ruptura del nexo causal por responsabilidad 
exclusiva de la víctima, quien se desplazaba en bicicleta violando todas las normas de 
tránsito aplicables a los ciclistas. 

AL HECHO 4.19.: No es cierto. El nexo causal eficiente generador del lamentable 
accidente fue la conducta imprudente y violatoria de las normas de tránsito desplegada 
por la ciclista. Debemos recordar que en el lugar del accidente existía una señal 
reglamentaria de tránsito que permitía a los conductores transitar en ese lugar a 80 
kilómetros por hora. Además, era imposible para el conductor prever que una persona 
atravesaría la vía en bicicleta en un lugar no autorizado para el efecto.  

 

2. A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA: 
 

Me opongo a todas y cada una de ellas por carecer de fundamentos de hecho y de 
derecho para invocar las declaraciones que allí se enuncian, en virtud de no estructurarse 
los actos que generan responsabilidad civil extracontractual, pues claro que el nexo 
causal eficiente generador de los hechos que nos ocupan  fue la conducta imprudente y 
violatoria de las normas de tránsito desplegada por la señora BLANCA CELY REYES 
VARGAS, quien al atravesar en bicicleta de manera perpendicular la vía, lo hacía en un 
sitio no autorizado para tal fin,   en una bicicleta carente de dispositivos luminosos y sin 
chaleco reflectivo, dispositivos luminosos en la bicicleta, violando de esta manera los 
artículos 55,  94  y 95  de la Ley 769 de 2002 (Código Nacional de Tránsito Terrestre). 
que les ordena a los ciclistas respetar las normas de tránsito, transitar con chalecos 
reflectivos, cumplir con las normas de tránsito y llevar dispositivos luminosos en horas de 
la noche. 

En consecuencia, me opongo a las pretensiones de la demanda por inexistencia de 
responsabilidad de mi poderdante en el accidente de tránsito que nos ocupa, pues 
estamos ante la ruptura del nexo causal por una causal eximente de responsabilidad 
como lo es la responsabilidad exclusiva de la víctima. 

 

I. OBJECIÓN AL JURAMENTO ESTIMATORIO 
 

El inciso primero del Artículo 206 del C.G.P establece lo siguiente:  

“Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, compensación o el pago 
de frutos o mejoras, deberá estimarlo razonadamente bajo juramento en la 
demanda o petición correspondiente, discriminando cada uno de sus conceptos.  
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Dicho juramento hará prueba de su monto mientras su cuantía no sea objetada por 
la parte contraria dentro del traslado respectivo. Solo se considerará la objeción 
que especifique razonadamente la inexactitud que se le atribuya a la estimación”. 

Como se puede apreciar, la norma en comento establece que es posible objetar el 
juramento estimatorio y que dicha objeción será considerada si se específica 
razonadamente la inexactitud que se le atribuye a la estimación. 

Al respecto objeto el Juramento Estimatorio por las siguientes razones: 

LOS FAMILIARES DE UNA PERSONA QUE FALLECE NO ESTÁN LEGITIMADOS 
PARA EL COBRO DE LUCRO CESANTE, SALVO QUE DEPENDAN 
ECONOMICAMENTE DE ÉSTA. 

Desde antaño la Sala Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia, ha definido el daño 
como “todo detrimento, menoscabo o deterioro, que afecta bienes o intereses lícitos de la 
víctima, vinculados con su patrimonio, con su esfera espiritual o afectiva, o con los bienes 
de su personalidad” y, por ello, en cuanto a la teoría de responsabilidad civil, es el 
requisito “más importante (…), al punto que sin su ocurrencia y demostración, no hay 
lugar a reparación alguna” (CSJ, SC del 1º de noviembre de 2013, Rad. N° 1994- 26630-
01). 

Ahora bien, para que el daño se torne indemnizable, ha dicho la Honorable Corte 
Suprema de Justicia que debe ser ‘directo y cierto’ y no meramente ‘eventual o hipotético’, 
esto es, que se presente como consecuencia de la ‘culpa’ y que aparezca ‘real y 
efectivamente causado’” (CSJ, SC del 27 de marzo de 2003, Rad. N° 6879) 

La misma corporación, en sentencia CSJ SC del 9 julio de 2012, rad. 2002-00101-01, 
ratificada en sentencia SC15996-2016, Radicación 11001-31-03-018-2005-00488-01 del 
veintinueve (29) de noviembre de dos mil dieciséis (2016), dejó en claro que la muerte de 
una persona, por si misma, NO legitima a sus familiares a cobrar perjuicios materiales 
(lucro cesante incluido) salvo que se produjere la pérdida de un provecho económico que 
el demandante recibía de la víctima directa (Es decir que el demandante dependiera 
económicamente del occiso), veamos:  
 
 
 

(…) sería atentar contra los sentimientos de la naturaleza humana, afirmar 
que por la sola muerte de una persona, sus familiares eran acreedores al 
pago de perjuicios materiales, como si la vida de un hombre, a semejanza de 
la de un animal o cualquier otra cosa, pudiera ser objeto del derecho, como 
ocurría en siglos ya abolidos, en el que el esclavo se apreciaba en dinero, 
como una de tantas mercancías. 

Lo anterior no excluye la posibilidad de que el cercenamiento de la vida 
humana apareje en muchos casos la pérdida de beneficios económicos que 
deban ser resarcidos. De ahí que sea la eliminación de esos bienes lo que 
constituya la fuente de la indemnización, mas no la vida misma: ‘En esa 
cesación de beneficios es en lo que el perjuicio se concreta: no en la misma 
muerte del benefactor’. 
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En ese orden, si lo que genera el deber de reparar es la privación injusta de 
un provecho económico que el demandante recibía de la víctima, entonces el 
simple hecho de la muerte y la responsabilidad que en la producción de ésta 
tenga el demandado, no bastarán para que el reclamante se haga acreedor a 
una indemnización, sino que a la confluencia de esos requisitos deberá 
agregarse la demostración del perjuicio sufrido y del nexo de causalidad con 
la conducta del autor. (Resaltado fuera de texto). 

Además de lo señalado,  en lo que respecta al Lucro Cesante es claro que los herederos 
del occiso, pueden cobrar la privación de los ingresos ciertos que hubiese percibido éste, 
a través de la acción hereditaria”, en el periodo comprendido entre la ocurrencia del 
siniestro y la fecha de sus deceso, pero nunca el periodo posterior a su muerte partiendo 
de un periodo de supervivencia probable (expectativa de vida) pues cuando fallece una 
persona termina también su vida productiva y partir de la expectativa de vida es partir de 
un presupuesto incierto y por tanto no hay certidumbre en el daño. 

Al respecto la Sala Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia, mediante Sentencia 
de del 9 de Julio de 2010, Expediente 11001310303519990219101 Magistrado Ponente 
Doctor WILLIAM NAMEN VARGAS, señaló lo siguiente: 

“…Ahora bien, como quedó sentado, la demandante en calidad de heredera de su 
padre fallecido, solicita iure hereditatis por daños materiales del de cuius, la 
totalidad de los ingresos que hubiera percibido durante su supervivencia probable. 
La indemnización de perjuicios materiales o patrimoniales, comprende las 
compensaciones relativas a la pérdida, destrucción o deterioro real y efectiva del 
patrimonio económico, la erogación o gasto necesario para su recuperación o 
restablecimiento (damnun emergens) y a la privación de la utilidad, beneficio, 
aumento o provecho que deja de percibirse por la lesión y sin la cual se hubiera 
percibido (lucrum cessans), o en otros términos, alcanza todo el daño causado, 
cierto, actual o futuro, mas no eventual ni hipotético (artículo 16 de la Ley 446 de 
1998).  

Tratándose de daños patrimoniales ocasionados a la víctima fallecida, la 
jurisprudencia civil reconoce iuri hereditatis el derecho de los herederos para 
obtener su indemnización, por y para la sucesión, en línea de principio, limitada a 
las erogaciones realizadas a causa del evento dañoso - gastos médicos, clínicos, 
hospitalarios, rehabilitación, cuidado, transporte, ambulancia y en general los 
efectuados para atender la curación, traslado e inhumación o cremación del 
cadáver, valor de los daños a los bienes materiales del lesionado, entre otros- 
(daño emergente) y a la privación de los ingresos ciertos que hubiera 
percibido entre el evento dañoso y la muerte (lucro cesante), sin comprender 
el período ulterior de su supervivencia probable, pues al extinguirse la 
persona, fenecen sus posibilidades de desarrollo, actividad productiva, y 
está ausente la certidumbre del daño al no consolidarse de manera cierta, 
admitiendo, empero, la posibilidad “que en el tiempo de su supervivencia, se 
causen a él perjuicios de orden patrimonial, como por ejemplo las 
erogaciones que la propia víctima hubiese realizado para recuperar su salud 
-daño emergente- o los ingresos que ella hubiere dejado de percibir - lucro 
cesante-, o de orden moral, como sería la aflicción que el directo afectado 
sentiría por verse a sí mismo en el estado en que se encuentre, o derivada de 
la agonía del que se aproxima a la muerte, perjuicios que, una vez ocurrido el 
deceso, sus herederos estarían habilitados para reclamarlos” (cas. civ. 
sentencia de 31 de julio de 2008, exp. 23001-3103-004-2001- 00096-01) “el  
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accidente que causa la muerte de una persona y que da lugar a la 
indemnización de perjuicios, no puede considerarse como un bien 
patrimonial del muerto, por cuanto la muerte no tiene eficacia para 
acrecentar el patrimonio del fallecido. (...) ni el accidente, que se traduce en 
indemnización, ni las consecuencias de aquél, entran el patrimonio del DE 
CUJUS, y quienes sufran el perjuicio actual y cierto son en cada caso 
determinadas personas únicamente a quienes aprovecha la vida del 
fallecido, porque su actuación o actividad se traducía en pro de ellas, a veces 
por el mismo imperio de la ley, por concepto de alimentos, educación, 
establecimiento, etc.” (Sala de Negocios Generales, Sentencia de 15 de julio de 
1949, LXVI, 527). 

Con estas premisas, en el estado actual de la jurisprudencia, no es 
pertinente la indemnización del daño patrimonial por lucro cesante 
consistente en la privación de los ingresos de la víctima en el lapso posterior 
al fallecimiento hasta su supervivencia probable. Por tanto, esta pretensión 
será denegada. …” (Resaltado fuera de texto). 

 Lo que es claro  es que, si quien demanda reclama la indemnización de sus propios 
perjuicios sufridos con la ocurrencia del deceso de una persona, se puede cobrar el Lucro 
Cesante  pero teniendo en cuenta solo un porcentaje de los ingresos de la persona que le 
debía proveer alimentos como ya se anotó y no de manera extendida en el tiempo, pues 
la obligación alimentaria frente a un hijo no se extiende indefinidamente en el tiempo sino 
hasta que este cumple la mayoría de edad, aunque por vía jurisprudencial dicho plazo se 
extiende incluso hasta los 25 años si el hijo a quien se debe alimentos está desarrollando 
estudios universitarios. 

En tal sentido, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha considerado 
que el deber de alimentos que tienen los padres para con sus hijos se suspende cuando 
estos han finalizados sus estudios, toda vez que se encuentran en condiciones aptas para 
mantener su propio sustento. Al respecto sostuvo que “cuando una persona ha cursado 
estudios superiores y optado un título profesional, es razonable entender que debe estar, 
en condiciones normales, esto es, salvo impedimento corporal o mental, apta para 
subsistir por su propio esfuerzo, esa circunstancia por sí puede legitimar al alimentante 
para deprecar y eventualmente obtener la exoneración de alimentos a través del proceso 
correspondiente, en el cual el juez respetará las garantías procesales de las partes y 
decidirá en cada caso concreto, atendiendo a la realidad que se le ponga de presente” 
Sentencia de tutela del 28 de mayo de 2007, Exp. Núm. 2007-00129. 

En este punto, la Sala Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia, mediante 
sentencia SC11149-2015, Radicación N° 08001-31-03-006-2007-00199-01, del veintiuno 
(21) de agosto de dos mil quince (2015), siendo Magistrado Ponente, el Dr. JESÚS VALL 
DE RUTÉN RUIZ, hace un recuento de las jurisprudencias que dicha corporación ha 
desarrollado con respecto a la imposibilidad de cobrar lucro cesante por muerte de 
parientes si no se demuestra la dependencia económica frente a estos y como, en caso 
contrario,  limita el lucro cesante hasta que el demandante cumpla los 25 años de edad. Al 
respecto me permito transcribir los siguientes apartes: 

 
“ A. El Tribunal se valió de la obligación alimentaria que deriva de la 

relación filial, para de ella inferir, según dijo de acuerdo con la jurisprudencia, que se 

presume el perjuicio futuro irrogado a los hijos del padre fallecido.  
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En lo que hace a la forma en la cual el vínculo de consanguinidad ha servido 

de base para inferir la existencia de lucro cesante, en caso de muerte o incapacidad 

de la víctima directa, la jurisprudencia ha efectuado pronunciamientos orientados por 

las siguientes consideraciones: 

En una sentencia de la Sala de Negocios Generales, de aquellas producidas 

con ocasión del siniestro del campo de aviación de Santa Ana, la Corte señaló: 

«Para que los hijos y el esposo de la señora Barrera de Medina tengan 

derecho a reclamar perjuicios materiales por causa de su muerte, deben 

acreditar que ellos recibían de dicha señora un apoyo efectivo y que con su 

sueldo contribuía a la subsistencia y alimentación de los demandantes. No 

está comprobado debidamente que ellos hayan sufrido perjuicios de carácter 

estrictamente patrimonial, y tampoco en el informativo está demostrado que la 

occisa sostenía a sus hijos mayores. En consecuencia, la Corte nada puede 

decir respecto a los daños materiales que alegan haber padecido los 

demandantes… Ya que, como lo anota el señor Procurador Delegado en lo 

Civil, no es presumible la existencia de tales perjuicios por el mero hecho de la 

muerte del obligado a prestar alimentos, con solo alegar el carácter abstracto 

de acreedor alimentario, o la simple calidad de heredero. En tales casos es 

necesario que quien demanda por dicho concepto, evidencie su condición 

concreta de acreedor alimentario  o de que recibía el apoyo del occiso» (CSJ 

SNG del 27 de noviembre de 1942, G.J. LIV bis n.° 39, pág. 421).  

Poco tiempo después, en sentencia del 22 de julio de 1943 ( G.J. LV n.° 

19998-1999, págs. 764 a 773), la Sala de Negocios Generales, decididamente tomó 

apoyo en la tesis de los hermanos Mazeaud, de quienes trascribió apartes de su obra,  

en particular, éste:  

«Ante todo, puede suceder que el demandante sea acreedor alimentario 

(tenga derecho a pedir alimentos) del difunto incapacitado: el carácter de 

certidumbre del daño en este caso es indudable. Es cierto en efecto que si la 

persona no hubiera muerto o  el herido no se hubiera incapacitado o 

disminuido su capacidad de trabajo, aquélla o el herido hubieran subvenido a 

las necesidades del demandante y este habría podido, en efecto, constreñirlos 

en caso de necesidad». 

Se encaminaba la Corte, en esa ocasión, a utilizar como fundamento de la 

certidumbre del daño, no tanto la obligación alimentaria sin más, cuanto que la 

«probabilidad capaz de  
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convertirse en certidumbre», a partir de reglas naturales aplicables a diversos tópicos 

como la supervivencia probable de las personas hasta cierta edad, la adquisición de 

nuevos deberes con ocasión de su matrimonio, la probabilidad –«casi necesaria»- 

impuesta por la biología humana de la ayuda que los hijos prestan a los padres en su 

invalidez y ancianidad. Tal convicción la aquilató en jurisprudencias posteriores, en las 

que además, se apoyó en otros distinguidos autores franceses –Planiol, Ripert, 

Esmein, Lalou- para sentar la tesis de que «los Tribunales pueden contentarse con 

probabilidades» (G.J. LX, n°. 2029 al 2031, pág. 296) 

Otro razonamiento sentó la Sala de Casación Civil, en fallo del 28 de abril de 

1951: 

no basta la simple condición de acreedor alimentario en el demandante para 

que la muerte por accidente de su hija legítima le cause un perjuicio actual y 

cierto, sino que se requiere además la demostración plena de que aquél 

recibía la asistencia a que por ese concepto le da derecho la ley, o que cuando 

menos se encontraba en situación tal que lo capacitara para demandarla y 

obtenerla y que aquella estaba en capacidad económica para suministrársela. 

En este sentido puede citarse la sentencia de casación de 20 de abril de 1947, 

tomo LXII, página 136 (G.J. LXIX, n.° 2099, pág. 558)  

En posterior ocasión, dijo que  

«[S]i por el presunto damnificado no se dá la demostración de que sobre la 

víctima pesaba la obligación de suministrar alimentos, se carece de base para 

afirmar que aquél se le ha privado de un beneficio cierto (G.J. Tomo LI, pág. 

450). Sana doctrina en la que hoy se reafirma la Corte, máxime cuando existen 

disposiciones tales como el artículo 257, inciso 3° del Código Civil, según el 

cual si un hijo tuviere bienes propios, los gastos de su establecimiento, y, en 

caso necesario, los de su crianza y educación, podrán sacarse de ellos…» 

(CSJ SC del 1° de marzo de 1954, G.J. LXXVII, n.° 2138-2139, pág. 56).  

 Andando el tiempo, la jurisprudencia, con criterio general, afirmó que 

habiendo un lazo conyugal o de parentesco próximo, entre unas personas con 

el fallecido, que les otorgaba el derecho legal de alimentos (art.411 C.C.) y que 

existiendo el principio general de que las personas obran conforme a la ley y 

que, por lo tanto, ordinariamente se entiende que cumplen sus obligaciones; 

no puede menos que afirmarse que en este evento tales personas, al estar 

gozando y disfrutando de su derecho de alimentos del causante, el 

fallecimiento de este último, al suprimirle la capacidad de ingreso patrimonial, 

también le afecta ese derecho por la imposibilidad consecuencial para obtener 

su satisfacción. De allí que se encuentren legitimados activamente para 

reclamar dicha indemnización, debiendo demostrar los supuestos de hecho  
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que sirvan de sustento al derecho lesionado y la capacidad de sostenimiento 

del fallecido. Por ello corresponde a quien  desconoce tal legitimación la 

demostración no solo del hecho del incumplimiento de los alimentos sino 

también de la extinción futura de dicho  derecho o la imposibilidad absoluta de 

su satisfacción.(CSJ SC 042-1996 del 24 de junio de 1996, rad. 4662) 

 

Apuntaló aún más su doctrina, para señalar que  

«lo que confiere el derecho para reclamar el pago de perjuicios materiales de 

índole extracontractual, derivados de la muerte de una persona es la 

dependencia económica del reclamante con respecto al extinto, siempre y 

cuando, claro está, exista certeza de que, dadas las circunstancias, la ayuda o 

socorro habría continuado de no haber ocurrido su fallecimiento» (SC. 244-

2000,  

Lo antes expuesto ilustra la forma en la cual no resulta del todo exacta la 

afirmación del Tribunal, formulada en el sentido de que los  «perjuicios materiales […] 

se presumen en los parientes que son acreedores a obligaciones alimentarias», con el 

alcance de entender que, en cualquier contexto, la sola relación de parentesco 

contemplada en el artículo 411 del  Código Civil, releva por completo de prueba a los 

demandantes con respecto a la efectiva generación del perjuicio material -a 

consecuencia del fallecimiento de aquel que alegan contribuía o podía contribuir a su 

sostenimiento-. Nótese a este respecto que la tajante proposición que ha sido referida 

ha merecido diversas puntualizaciones en las cuales la Corte ha exigido, las más de 

las veces, la demostración directa de la «dependencia económica», esto es de que se 

recibía el «apoyo efectivo» del difunto o incapacitado; o a lo menos de que se dan en 

concreto todos los elementos de la obligación alimentaria, estableciendo al efecto que 

«no basta la simple condición de acreedor alimentario en el demandante para que la 

muerte por accidente de su [pariente] le cause un perjuicio actual y cierto, sino que se 

requiere además la demostración plena de que aquél recibía la asistencia a que por 

ese concepto le da derecho la ley, o que cuando menos se encontraba en situación tal 

que lo capacitara para demandarla y obtenerla y que aquella estaba en capacidad 

económica para suministrársela». 

Naturalmente que en tratándose de hijos menores, o de adultos jóvenes en 

etapa de formación para el desempeño de una actividad productiva, las máximas de 

la experiencia permiten tener por establecida la situación de efectiva dependencia 

económica, salvo que se demuestre que el alimentario cuenta con bienes propios, 

caso en el cual «los gastos de su establecimiento, y, en caso necesario, los de su 

crianza y educación, podrán sacarse de ellos, conservándose íntegros los capitales 

en cuanto sea posible» (Artículo 257 Código Civil).  
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B. En lo que hace a la duración del período indemnizable, el Tribunal, dijo lo 

siguiente: 

 

En los perjuicios económicos, el lucro cesante lo constituyen las sumas que 

dejó de percibir el demandante como consecuencia de la muerte de esa 

persona.- 

Quiere decir lo anterior, que la víctima debía proporcionarle ayuda o beneficio 

económico, a esa persona perjudicada, siendo esa ayuda a veces legal, como 

los alimentarios, pero también puede ser contractual o voluntariamente 

adquirida por la víctima.- 

Cuando una persona muere, las personas que recibían ayuda o beneficio 

reciben un perjuicio, pues pierden el ingreso o beneficio que les daba la 

víctima, debiendo acreditarse fehacientemente esa ayuda o beneficio que se 

recibía.- 

… 

En cuanto al período indemnizable, es el que cubre el lapso de tiempo durante 

el cual la víctima, de no haber fallecido, habría suministrado ayuda al 

demandante y éste habría tenido la posibilidad de recibirla.- 

En el presente caso, hay que distinguir entre la cónyuge que mientras viviera 

habría requerido de la ayuda de la víctima y los hijos que sólo lo habrían 

necesitado durante cierto periodo de su vida, para lo cuales (sic) se tendrá en 

cuenta la edad de 25 años, que es la necesaria para que cursen una carrera 

profesional o técnica que los prepare para enfrentarse a la vida (fls. 84 y 85, 

cdno. 6). 

De lo anterior se deduce que el juzgador, más allá de los aspectos generales 

sobre el lucro cesante –su fuente y los legitimados por ley (alimentarios), contrato o 

por voluntad de la víctima-, se refirió al periodo indemnizable, en lo tocante a los hijos 

menores de Jaime Elías Reyes, como aquel durante el cual  habrían de recibir 

«ayuda» de éste de no haber fallecido. Y lo fijó hasta los 25 años, más no por razones 

legales sino por una regla de experiencia que tuvo a bien aplicar, pues no otro 

calificativo puede recibir el argumento del ad quem, quien se orientó para fijar ese 

término en un criterio que entendió de conocimiento general, relativo al tiempo 

requerido para que los hijos menores «cursen una carrera profesional o técnica que 

los prepare para enfrentarse a la vida».  
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Dicho lo anterior, enseguida se advierte el desenfoque del cargo, en vista de 

que el recurrente no repara en la verdadera razón aducida por el juzgador colegiado, 

sino que, sin criticarla siquiera, «delinea a su mejor conveniencia» 

(CCLVIII, 294) otra, al suponer que el fundamento legal de la extensión del lucro 

cesante hasta una edad determinada en el caso de un hijo cuyo padre ha fallecido 

viene dado por la duración de la obligación alimentaria –hasta los 18 años- o el ser 

beneficiario del plan obligatorio en salud, caso en el cual –en su entender- puede 

extenderse la obligación alimentaria hasta los 25 años, siempre que se acredite la 

condición de estudiante, por aplicación que hace del artículo 163 de la ley 100 de 

19931. Pero si se sigue la ilación argumentativa del censor, habría que concluir que en 

dicho contexto el cargo estuvo planteado por una vía equivocada, por cuanto 

habiendo el Tribunal decretado el lucro cesante hasta los 25 años de cada uno de los 

hijos menores,  

forzosamente tuvo que haber dado por establecida la prueba –de dificultad 

extrema, por lo demás- de que estos iban exclusivamente a dedicarse al estudio hasta 

esa edad, suposición de prueba que, entonces, debió atacar por la vía indirecta. 

Pero más allá de esa razón formal, es lo cierto que la determinación de la edad 

máxima hasta la cual es dable entender que la ayuda económica de un padre hacia 

su hijo menor -al cual le está actualmente suministrando alimentos- se ha de 

proyectar en el tiempo, no es criterio que se encuentre plasmado en regla legal 

alguna. Ha sido la jurisprudencia la que en aplicación de máximas de la experiencia 

ha venido estableciendo algunos límites de conformidad con factores sociales (mayor 

necesidad de capacitarse, por ej.) y de diverso orden (entorno rural o urbano) que 

inciden en el mismo. Así, es de ver como en sentencia CSJ  SNG del 31 de agosto de 

1949 (G.J. LXVI n.° 2077-2078, pág. 849) la Corte aplicó la mayoría de edad, 

entonces en 21 años.  Con mayor precisión, y con ánimo de síntesis dijo en 

oportunidad posterior: 

la jurisprudencia nacional ha optado cuando hay menores con capacidad 

laboral futura, por indemnizarlos hasta el día en que estén en condiciones de obtener 

empleo y si no hay pruebas al respecto se presume que el auxilio se habría prestado 

hasta cuando éstos cumplieran 18 años (2 de julio de 1968. Anales, T. LXXV, pág. 

324; 27 de marzo de 1981. Anales. T. C. pág. 403) (CSJ SC GJ CCXXXI n.° 2470, 

pág. 877) 

Pero las circunstancias del país han cambiado. Hoy es natural y deseable 

entender que las nuevas generaciones no se contenten con estudiar hasta los 18 

años alcanzando solo el bachillerato para obtener luego un empleo. Y es por ello que  
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la Corte de un tiempo a esta parte ha venido estableciendo el límite que aplicó 

el Tribunal a efectos de liquidar el lucro cesante futuro derivado de la ruptura, por 

causa del fallecimiento del padre, de la ayuda económica que entonces brindaba al 

hijo demandante. En efecto, en jurisprudencia que a continuación se transcribe para 

ratificarla, dijo esta Corporación 

«Es regla de principio, en punto de la liquidación de los perjuicios padecidos 

por los hijos en razón del fallecimiento accidental del progenitor del que 

dependían económicamente, que esa ayuda, desde el punto de vista temporal, 

no es ilimitada o irrestricta, en el entendido que ella resulta necesaria, 

inicialmente, sólo hasta tanto el hijo se encuentre en condiciones de atender 

funcionalmente su propia subsistencia, que en el medio nacional, con apoyo 

en las reglas de la experiencia, ésta Corporación ha estimado, ocurre al arribo 

de la edad de veinticinco años, siempre y cuando, claro está, se verifiquen los 

supuestos fácticos por ella descritos».  

 

«Sobre el particular, ha dicho la Corte que ‘la discusión que podría centrarse 

en torno a la edad límite que se tomó como período de tiempo en que los hijos 

de las víctimas requerían de sus sustentos, corresponde a la proyección más 

correcta si se tiene en cuenta que atendiendo a las reglas de la experiencia, es 

dable deducir que, en principio, a los 25 años, una persona de la zona urbana 

del país, dedicada al estudio, puede adquirir su completa educación que lo 

habilita para velar, a partir de entonces, por su propio sostenimiento, desde 

luego que tampoco obra prueba ninguna que desvirtúe, para aumentar o 

disminuir, esa edad tope» (Se subraya; Cas. Civ., sentencia de 18 de octubre 

de 2001, Exp. 4504). 

 

«Posteriormente, la misma Sala, refiriéndose a los criterios que han de tenerse 

en cuenta a fin de concretar la liquidación del lucro cesante, precisó: ‘Este 

cometido exige establecer de manera razonada la cuantificación, actualizada, 

de los ingresos percibidos por el causante durante la época que precedió a su 

muerte, al igual que el porcentaje de lo que el hoy difunto podía destinar para 

sí mismo, la vida probable de los demandantes y el periodo durante el cual 

estarían destinados a seguir recibiendo la truncada asistencia económica...’, 

en torno de lo cual más adelante puntualizó, ‘que sus hijos recibirían tal ayuda 

económica hasta la edad límite de 25 años, época que razonablemente se 

asume como la de culminación de sus estudios superiores, todo esto de  
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conformidad con las directrices admitidas por esta misma Corporación en 

asunto similar» (sent. de 18 de octubre de 2001, exp. 4504)’. (Cas. Civ. 

Sentencia de 5 de octubre de 2004, Exp. 6975). 

«Ese mismo criterio también lo aplicó la Corte en la sentencia de 30 de junio 

de 2005, en la cual expresó que, ‘Para esos fines, es necesario determinar: a) 

el monto de los ingresos mensuales que la occisa percibía, o podía percibir, 

cuando se produjo su fallecimiento; y su valor actualizado; b) el porcentaje de 

esos ingresos que destinaba para su propio sostenimiento; c) la vida probable 

de la víctima, y d) el período durante el cual podía beneficiarse la demandante 

de la ayuda económica que le brindaba su progenitora’ y que dicha ayuda se 

‘percibiría hasta los 25 años, por ser la edad en la que ordinariamente se 

culmina la educación superior y se está en capacidad de valerse por sí 

mismo» (Sent. del 18 de octubre de 2001 y 5 de octubre de 2004)’ (Se 

subraya; exp. 0650)” (Cas. Civ., sentencia del 19 de diciembre de 2006, 

expediente No. 2000-00483-01). (CSJ SC 078-2008 del 31 de julio de 2008, 

rad. 23001-3103-004-2001-00096-01). En el mismo sentido SC del 17 de 

noviembre de 2011, rad. 11001-3103-018-1999-00533-01. 

Este cargo, en consecuencia, fracasa.”. 

En síntesis, los demandantes, no demostraron que estaban imposibilitados para valerse 
por sí mismos, no demostraron depender económicamente de la víctima fatal del 
accidente, por lo que no pueden cobrar el lucro cesante. 

PRUEBAS DE LA OBJECIÓN 

1. Las jurisprudencias citadas. 

comedidamente solicito al señor Juez al momento de pronunciarse sobre el Lucro 
Cesante solicitado, tener en cuenta la jurisprudencia citada. 

2. Citación al perito. 

Respetuosamente solicito a la Señor Juez, convocar a los peritos GABRIEL SANCHEZ 
y/o RAFAEL ARIAS SANCHEZ, para que comparezca a la audiencia con el fin de 
poder ejercer el derecho de contradicción del dictamen pericial por ellos elaborados, tal 
como lo consagra el artículo 228 del CGP. 

 

IV. A LOS FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Estoy de acuerdo con los fundamentos de derecho invocados por la parte actora. 
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V. EXCEPCIONES DE MERITO O DE FONDO 
 
 

A. ROMPIMIENTO DEL NEXO CAUSAL POR RESPONSABILIDAD EXCLUSIVA DE LA 
VICTIMA. 

Lo primero que debemos indicar es que tanto la jurisprudencia como la doctrina, con 
fundamento en el artículo 2356 del Código Civil, han establecido que en los procesos en 
los que se debate la responsabilidad por el ejercicio de una actividad peligrosa, la víctima 
o quien demanda, debe probar la ocurrencia del hecho, la ocurrencia del daño, la relación 
de causalidad entre el hecho y el daño y la actividad peligrosa desarrollada por el 
demandado o por el causante. 

Si bien es cierto, la conducción de un vehículo automotor es considerada como actividad 
peligrosa y sobre ese tipo de actividades existe una presunción de responsabilidad, no por 
ello se puede afirmar que no se puede obtener una exoneración cuando se demuestra 
que hubo una causa extraña que provoca la ruptura del nexo causal, como lo es el caso 
fortuito, la fuerza mayor, la culpa exclusiva de la víctima o el hecho de un tercero. 

En otras palabras, frente a la presunción existente en las actividades peligrosas, esta 
queda desvirtuada cuando estamos en presencia de cualquiera de las causas extrañas 
antes mencionadas. 

Al respecto la Corte Suprema de Justicia, mediante sentencias de marzo 16 de 2001, del 
12 de octubre de 1.999, expediente 5253 y de diciembre de 2000 expediente, señaló lo 
siguiente: 

“…a) el hecho causante del perjuicio no se realizó…b) que el sindicado no lo cometió…c) 
que el autor de la conducta investigada obró en estricto cumplimiento de un deber legal…, 
y d) que su proceder fue en legítima defensa…, la segunda de estas abarca todas las 
hipótesis en que la absolución penal se debió al reconocimiento de un hecho que rompe 
el nexo causal, indispensable para la configuración de la responsabilidad civil; en 
reducidas cuentas, quedan comprendidas allí todas las hipótesis que caen bajo el 
denominador común de causa extraña. Por lo que evidentemente, llegar a la absolución 
porque se estima que medió caso fortuito o la fuerza mayor, o el hecho de un tercero, o la 
culpa exclusiva de la víctima, es tanto como asegurar que el hecho generador de la 
responsabilidad que se imputa al procesado no lo cometió éste…” (Resaltado fuera 
de texto). 

Una de las causas, llamada ajena, la constituye la fuerza mayor y el caso fortuito, que 
lógicamente rompen el nexo causal y por lo tanto pueden llegar a ser factores de 
exoneración. Se da cuando el origen del daño no es imputable físicamente al presunto 
responsable. Históricamente siempre se han comprendido que no puede 
responsabilizarse de un daño a quien no ha participado en el hecho que lo originó. 
Siempre se ha admitido que la fuerza mayor y el caso fortuito son y han sido exonerantes 
de la responsabilidad, tanto penal como civil. 

En el campo civil, más precisamente en el caso colombiano, se ha discutido tanto 
doctrinal como jurisprudencialmente si es un solo fenómeno con dos términos o si por el 
contrario son dos fenómenos distintos. 
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En materia penal, no existe la dualidad de conceptos, es decir, la ley penal acoge los dos 
términos (Caso fortuito y fuerza mayor) en forma similar y no separadamente como se 
hace en materia civil; en todo caso el uno y el otro generan ausencia de responsabilidad 
dada la inevitabilidad o irresistibilidad del evento antijurídico. 

En el TRATADO TECNICO JURIDICO SOBRE ACCIDENTES DE CIRCULACION 
YMATERIAS AFINES el Doctor CARLOS ALBERTO OLANO VALDERRAMA, en la 
página 20 de la séptima edición señala lo siguiente: “1. CASO FORTUITO Y FUERZA 
MAYOR 

Estas causas excluyentes de la culpabilidad no son otra cosa que la presencia de un 
acontecimiento extraño a la voluntad del hombre que determina en este una acción u 
omisión causante del ilícito, o mejor del resultado delictuoso. Dichas causas (excluyentes 
del elemento psíquico del delito) tienen un carácter común: la inevitabilidad en relación al 
evento que se ha ocasionado…” 

La Sala Civil de la Honorable Corte Suprema de justicia mediante sentencia dentro del 
radicado 2006-00273-01, reiterada en SC5050-2014, señaló al respecto lo siguiente: 

 

En lo que concierne a la conducta de la víctima, en tiempos 
recientes, precisó la Corte:  

"5. (…) se puede señalar que en ocasiones el hecho o la conducta de quien 
ha sufrido el daño pueden ser, en todo o en parte, la causa del perjuicio que 
ésta haya sufrido. En el primer supuesto –conducta del perjudicado como 
causa exclusiva del daño-, su proceder desvirtuará, correlativamente, el nexo 
causal entre el comportamiento del presunto ofensor y el daño inferido, 
dando lugar a que se exonere por completo al demandado del deber de 
reparación. Para que el demandado se libere completamente de la obligación 
indemnizatoria se requiere que la conducta de la víctima reúna los requisitos de 
toda causa extraña, en particular que se trate de un evento o acontecimiento 
exterior al círculo de actividad o de control de aquel a quien se le imputa la 
responsabilidad. En el segundo de tales supuestos -concurrencia del agente y de 
la víctima en la producción del perjuicio-, tal coparticipación causal conducirá a que 
la condena reparatoria que se le imponga al demandado se disminuya 
proporcionalmente, en la medida de la incidencia del comportamiento…” 
(Resaltado fuera de texto). 

En el caso que nos ocupa hay una causa extraña como lo es la responsabilidad exclusiva 
de la víctima, veamos: 

El artículo 55 del Código Nacional de Tránsito Terrestre (Ley 769 de 2002) obliga a todos 
los usuarios de las vías, incluidos los ciclistas, a comportarse de manera que no 
obstaculice, perjudique o ponga en peligro a los usuarios de la vía y a conocer y cumplir 
las normas de tránsito. 

Por su parte el artículo 94 del citado estatuto de Tránsito señala lo siguiente:  

ARTÍCULO 94. NORMAS GENERALES PARA BICICLETAS, TRICICLOS, 
MOTOCICLETAS, MOTOCICLOS Y MOTOTRICICLOS. <Ver Notas del Editor> 
Los conductores de bicicletas, triciclos, motocicletas, motociclos y mototriciclos, 
estarán sujetos a las siguientes normas: 
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Deben transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de un (1) metro de 
la acera u orilla y nunca utilizar las vías exclusivas para servicio público colectivo. 

Los conductores de estos tipos de vehículos y sus acompañantes deben 
vestir chalecos o chaquetas reflectivas de identificación que deben ser 
visibles cuando se conduzca entre las 18:00 y las 6:00 horas del día 
siguiente, y siempre que la visibilidad sea escasa. 

Los conductores que transiten en grupo lo harán uno detrás de otro. 

No deben sujetarse de otro vehículo o viajar cerca de otro carruaje de mayor 
tamaño que lo oculte de la vista de los conductores que transiten en sentido 
contrario. 

No deben transitar sobre las aceras, lugares destinados al tránsito de peatones y 
por aquellas vías en donde las autoridades competentes lo prohíban. Deben 
conducir en las vías públicas permitidas o, donde existan, en aquellas 
especialmente diseñadas para ello. 

Deben respetar las señales, normas de tránsito y límites de velocidad. 

No deben adelantar a otros vehículos por la derecha o entre vehículos que 
transiten por sus respectivos carriles. Siempre utilizarán el carril libre a la izquierda 
del vehículo a sobrepasar. 

Deben usar las señales manuales detalladas en el artículo 69 de este código. 

Los conductores y los acompañantes cuando hubieren, deberán utilizar 
casco de seguridad, de acuerdo como fije el Ministerio de Transporte. 

La no utilización del casco de seguridad cuando corresponda dará lugar a la 
inmovilización del vehículo.  (Resaltado fuera de texto). 

Asimismo, el artículo 95 del Código Nacional de Tránsito Terrestre, señala lo siguiente: “ 

“…NORMAS ESPECÍFICAS PARA BICICLETAS Y TRICICLOS. <Artículo 
modificado por el artículo 9 de la Ley 1811 de 2016. El nuevo texto es el 
siguiente:> Las bicicletas y triciclos se sujetarán a las siguientes normas 
específicas: 

1. Debe transitar ocupando un carril, observando lo dispuesto en los artículos  60  
y 68 del presente código. 

2. Los conductores que transiten en grupo deberán ocupar un carril y nunca 
podrán utilizar las vías exclusivas para servicio público colectivo. 

3. Los conductores podrán compartir espacios garantizando la prioridad de estos 
en el entorno vial. 

4. No podrán llevar acompañante excepto mediante el uso de dispositivos 
diseñados especialmente para él o ni transportar objetos que disminuyan la 
visibilidad o que impida un tránsito seguro. 

5. Cuando circulen en horas nocturnas, deben llevar dispositivos en la parte 
delantera que proyecten luz blanca, y en la parte trasera que reflecte luz roja. 
(Resaltado fuera de texto). 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0769_2002_pr001.html#69
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Si analizamos detenidamente el comportamiento de la señora BLANCA CELY REYES 
VARGAS (Q.E.P.D.) encontramos que violó todas las normas de tránsito ya señaladas, 
veamos: 

Los conductores (obviamente incluidos los ciclistas), deben cumplir con las normas de 
tránsito, es por ellos que la hoy occisa no podía atravesar la vía de forma perpendicular 
en un área carente de cruce. 

Además, la señora REYES VARGAS (Q.E.P.D.) transitaba sin casco ni chaleco reflectivo 
y su bicicleta carecía de los dispositivos luminosos de que trata el artículo 95 del Estatuto 
de Tránsito (dispositivos en la parte delantera que proyecten luz blanca, y en la parte 
trasera que reflecte luz roja). 

Es claro entonces que la señora BLANCA REYES VARGAS (Q.E.P.D.) con su actuar 
imprudente y violatorio de las normas de tránsito ya señaladas, fue la generadora de los 
lamentables hechos que nos ocupan. 

Por último, el señor apoderado de la parte actora, sin ningún respaldo probatorio, señala 
que mi poderdante transitaba a exceso de velocidad.  

Lo cierto es que tal como se demuestra con la siguiente fotografía tomada el día de los 
hechos, en el lugar del accidente existía una señal reglamentaria de tránsito que 
autorizaba a los conductores a transitar a 80 kilómetros por hora  y no existía ningún paso 
peatonal ni intersección que permitiese prever que la ciclista aparecería súbitamente 
frente al automotor. 

 

 

 

Por lo señalado, comedidamente solicito al señor Juez, se sirva, en su momento oportuno, 
declarar como probada la excepción propuesta. 
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B) COBRO INDEBIDO DE DAÑO A LA VIDA EN RELACION 

 

Lo primero que debemos precisar es que, de acuerdo con los avances jurisprudenciales, 
los conceptos de “perjuicio fisiológico” y “daño a la vida de relación” son entendidos como 
daños corporales que sufre la víctima directa (no sus familiares) y se ajustan al nuevo 
concepto de DAÑO A LA SALUD. 

Al respecto vale la pena recordar la sentencia del 1º de junio de 2020 del Honorable 
CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN 
TERCERA SUBSECCIÓN C, Magistrado Ponente DR. NICOLÁS YEPES CORRALES, 
proferida dentro del Radicado: 680012331000200700286 01, donde se señala lo 
siguiente: 

“…Por otro lado, la parte demandante solicitó condenar a la Nación – Ministerio de 
Defensa – Policía Nacional a pagar por concepto de perjuicios fisiológicos 300 
SMLMV a Rodolfo Eduardo Pedrozo Arévalo, reconocimiento que el a quo efectuó 
bajo la denominación “daño a la vida de relación” y que la entidad demandada 
consideró desproporcionado y carente de sustento fáctico y jurídico. Con relación 
a este tópico, la Sala debe advertir que las denominaciones “perjuicio 
fisiológico” y “daño a la vida de relación”, dada la nueva categoría de 
perjuicio reconocida por la jurisprudencia, fundamentada en el daño 
corporal, se ajustan al concepto de daño a la salud y debe ser reconocida 
conforme a los lineamientos jurisprudenciales, según los cuales, la 
indemnización está sujeta a lo probado en el proceso, única y 
exclusivamente para la víctima directa, en cuantía que no podrá exceder de 100 
SMLMV, de acuerdo con la gravedad de la lesión, debidamente motivada y 
razonada, conforme a la siguiente tabla:….”   (Resaltado fuera de texto). 

 

En ese orden de ideas, de acuerdo a la jurisprudencia ya citada, la cual es bastante 
reciente, El Daño a la Vida de Relación, hace parte del Daño a la Salud, como una 
afectación corporal de la víctima directa (no de sus familiares) por lo que el cobro que 
pretenden al respecto, el núcleo familiar demandante, es infundado. 

 

Por lo señalado, comedidamente solicito al señor Juez, se sirva, en su momento oportuno, 
declarar como probada la excepción propuesta. 

 

C). FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA FRENTE AL SEÑOR 
YHON SEBASTIAN GONZALEZ RUA. 

En el caso que nos ocupa se informa que el señor YHON SEBASTIAN GONZALEZ RUA es el 
cónyuge sobreviviente de la señora BLANCA REYES VARGAS (Q.E.P.D.), pero no se aportó 
prueba idónea al respecto. 

Ahora bien, si en gracia de discusión se predicara que el mencionado señor era 
compañero permanente de la hoy occisa, tampoco existe prueba idónea al respecto. 

La ley 54 de 1990 en su artículo 1º define la unión marital de hecho, de la siguiente 
manera 
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“A partir de la vigencia de la presente Ley y para todos los efectos civiles, se 
denomina Unión Marital de Hecho, la formada entre un hombre y una mujer, que, 
sin estar casados, hacen una comunidad de vida permanente y singular. 
Igualmente, y para todos los efectos civiles, se denominan compañero y 
compañera permanente, al hombre y la mujer que forman parte de la unión marital 
de hecho.” 

Por su parte el artículo 2º de la Ley 979 de 2005, mediante el cual se modificó el artículo 
4º de la Ley 54 de 1990, estableció que: 

 “La existencia de la unión marital de hecho entre compañeros permanentes, se 
declarará por cualquiera de los siguientes mecanismos: 

1. Por escritura pública ante Notario por mutuo consentimiento de los compañeros 
permanentes. 

2. Por Acta de Conciliación suscrita por los compañeros permanentes, en centro 
legalmente constituido. 

3. Por sentencia judicial, mediante los medios ordinarios de prueba consagrados 
en el Código de Procedimiento Civil, con conocimiento de los Jueces de Familia de 
Primera Instancia.” 

En el caso que nos ocupa no se aportó con la demanda la prueba idónea ni del 
matrimonio (Acta de matrimonio, registro civil de matrimonio, escritura pública de 
matrimonio), ni de la unión marital de hecho  (escritura pública, acta de conciliación o 
sentencia judicial) mediante la cual se hubiese declarado la unión marital de hecho entre 
la hoy occisa y el señor GONZALEZ RUA, por lo tanto, en vista de que el demandante 
antes mencionado no aportó prueba idónea al respecto, carece de legitimación en la 
causa para reclamar los perjuicios que se cobran en la presente demanda. 

Por lo señalado, comedidamente solicito al señor Juez, se sirva, en su momento oportuno, 
declarar como probada la excepción propuesta. 

 

D) COBRO EXAGERADO E INDEBIDO DE LUCRO CESANTE. 

 

Como se ha insistido a lo largo del presente escrito, los demandantes no pueden cobrar el 
Lucro cesante incluyendo factores prestacionales, pues de acuerdo con la Jurisprudencia 
de la Sala Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia, en caso que no se acredite los 
ingresos del fallecido, se debe partir del salario mínimo mensual vigente al momento de 
los hechos, pero sin tener en cuenta ningún factor prestacional ni subsidio al transporte. 

Lo anterior tiene toda la lógica pues si no se percibe salario alguno, no tendría porque 
pagarse los valores que erradamente tuvo en cuenta la perito contratada por la parte 
actora. 

Para complementar lo anterior, vale la pena recordar que, de acuerdo con lo establecido 
por la citada corporación, quien esté legitimado por el parentesco para reclamar perjuicios 
materiales, debe probar, además, su dependencia económica del occiso. 

 

 



SANTIS ROJAS ASESORES JURIDICOS SAS 
ASISTENCIA JURIDICA EN ACCIDENTES DE TRANSITO 

Carrera 56 No 167- 29 Oficina 206 Bogotá D.C.  Celular 3112818979 Correo electrónico: santis_abogados@hotmail.com 
____________________________________________________________________________ 

-19- 

La Sala Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia, en múltiples y reiterados 
pronunciamientos jurisprudenciales, ha dejado en claro que la muerte de una persona, per 
sé, NO legitima a sus familiares a cobrar lucro cesante, salvo que el demandante 
dependiera económicamente del occiso, esto por ser menor de 25 años, o al ser mayor de 
esta edad, por no estar en condiciones ni físicas ni mentales para valerse por sí mismo. 
(sentencia CSJ SC del 9 julio de 2012, rad. 2002-00101-01, ratificada en sentencia 
SC15996-2016, Radicación 11001-31-03-018-2005-00488-01 del veintinueve (29) de 
noviembre de dos mil dieciséis (2016)). 

Al respecto vale la pena recordar el aparte más relevante de la sentencia de la Sala Civil 
de la Corte Suprema de Justicia No  SC11149-2015, Radicación N° 08001-31-03-006-
2007-00199-01, del veintiuno (21) de agosto de dos mil quince (2015), siendo Magistrado 
Ponente, el Dr. JESÚS VALL DE RUTÉN RUIZ, en donde se señala: 

“… Lo antes expuesto ilustra la forma en la cual no resulta del todo exacta la 
afirmación del Tribunal, formulada en el sentido de que los  «perjuicios materiales 
[…] se presumen en los parientes que son acreedores a obligaciones 
alimentarias», con el alcance de entender que, en cualquier contexto, la sola 
relación de parentesco contemplada en el artículo 411 del  Código Civil, releva por 
completo de prueba a los demandantes con respecto a la efectiva generación del 
perjuicio material -a consecuencia del fallecimiento de aquel que alegan contribuía 
o podía contribuir a su sostenimiento-. Nótese a este respecto que la tajante 
proposición que ha sido referida ha merecido diversas puntualizaciones en 
las cuales la Corte ha exigido, las más de las veces, la demostración directa 
de la «dependencia económica», esto es de que se recibía el «apoyo 
efectivo» del difunto o incapacitado; o a lo menos de que se dan en concreto 
todos los elementos de la obligación alimentaria, estableciendo al efecto que 
«no basta la simple condición de acreedor alimentario en el demandante para 
que la muerte por accidente de su [pariente] le cause un perjuicio actual y 
cierto, sino que se requiere además la demostración plena de que aquél 
recibía la asistencia a que por ese concepto le da derecho la ley, o que 
cuando menos se encontraba en situación tal que lo capacitara para 
demandarla y obtenerla y que aquella estaba en capacidad económica para 
suministrársela». 

Naturalmente que en tratándose de hijos menores, o de adultos jóvenes en 
etapa de formación para el desempeño de una actividad productiva, las 
máximas de la experiencia permiten tener por establecida la situación de 
efectiva dependencia económica, salvo que se demuestre que el alimentario 
cuenta con bienes propios, caso en el cual «los gastos de su 
establecimiento, y, en caso necesario, los de su crianza y educación, podrán 
sacarse de ellos, conservándose íntegros los capitales en cuanto sea 
posible» (Artículo 257 Código Civil). (Negrillas fuera de texto). 

Por último, la jurisprudencia más clara de la Sala Civil de la Honorable Corte Suprema de 
Justicia, con respecto al tema que nos ocupa, es la sentencia del 9 de Julio de 2010, 
Expediente 11001310303519990219101 Magistrado Ponente Doctor WILLIAM NAMEN 
VARGAS cuyo aparte más importante volvemos a traer a esta contestación de demanda 
así: 

“…Ahora bien, como quedó sentado, la demandante en calidad de heredera de su 
padre fallecido, solicita iure hereditatis por daños materiales del de cuius, la 
totalidad de los ingresos que hubiera percibido durante su supervivencia probable. 
La indemnización de perjuicios materiales o patrimoniales, comprende las 
compensaciones relativas a la pérdida, destrucción o deterioro real y efectiva del 
patrimonio económico, la erogación o gasto necesario para su recuperación o 
restablecimiento (damnun emergens) y a la privación de la utilidad, beneficio, 
aumento o provecho que deja de percibirse por la lesión y sin la cual se hubiera 
percibido (lucrum cessans), o en otros términos, alcanza todo el daño causado, 
cierto, actual o futuro, mas no eventual ni hipotético (artículo 16 de la Ley 446 de 
1998).  
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Tratándose de daños patrimoniales ocasionados a la víctima fallecida, la 
jurisprudencia civil reconoce iuri hereditatis el derecho de los herederos para 
obtener su indemnización, por y para la sucesión, en línea de principio, limitada a 
las erogaciones realizadas a causa del evento dañoso - gastos médicos, clínicos, 
hospitalarios, rehabilitación, cuidado, transporte, ambulancia y en general los 
efectuados para atender la curación, traslado e inhumación o cremación del 
cadáver, valor de los daños a los bienes materiales del lesionado, entre otros- 
(daño emergente) y a la privación de los ingresos ciertos que hubiera 
percibido entre el evento dañoso y la muerte (lucro cesante), sin comprender 
el período ulterior de su supervivencia probable, pues al extinguirse la 
persona, fenecen sus posibilidades de desarrollo, actividad productiva, y 
está ausente la certidumbre del daño al no consolidarse de manera cierta, 
admitiendo,  

empero, la posibilidad “que en el tiempo de su supervivencia, se causen a él 
perjuicios de orden patrimonial, como por ejemplo las erogaciones que la 
propia víctima hubiese realizado para recuperar su salud -daño emergente- o 
los ingresos que ella hubiere dejado de percibir - lucro cesante-, o de orden 
moral, como sería la aflicción que el directo afectado sentiría por verse a sí 
mismo en el estado en que se encuentre, o derivada de la agonía del que se 
aproxima a la muerte, perjuicios que, una vez ocurrido el deceso, sus 
herederos estarían habilitados para reclamarlos” (cas. civ. sentencia de 31 de 
julio de 2008, exp. 23001-3103-004-2001- 00096-01) “el accidente que causa la 
muerte de una persona y que da lugar a la indemnización de perjuicios, no 
puede considerarse como un bien patrimonial del muerto, por cuanto la 
muerte no tiene eficacia para acrecentar el patrimonio del fallecido. (...) ni el 
accidente, que se traduce en indemnización, ni las consecuencias de aquél, 
entran el patrimonio del DE CUJUS, y quienes sufran el perjuicio actual y 
cierto son en cada caso determinadas personas únicamente a quienes 
aprovecha la vida del fallecido, porque su actuación o actividad se traducía 
en pro de ellas, a veces por el mismo imperio de la ley, por concepto de 
alimentos, educación, establecimiento, etc.” (Sala de Negocios Generales, 
Sentencia de 15 de julio de 1949, LXVI, 527). 

Con estas premisas, en el estado actual de la jurisprudencia, no es 
pertinente la indemnización del daño patrimonial por lucro cesante 
consistente en la privación de los ingresos de la víctima en el lapso posterior 
al fallecimiento hasta su supervivencia probable. Por tanto, esta pretensión 
será denegada. …” (Resaltado fuera de texto). 

 

Teniendo en cuenta que  los familiares cercanos de las personas que fallecen no pueden 
cobrar Lucro Cesante por la privación de ingresos del occiso en el lapso posterior a su 
fallecimiento y hasta su expectativa de vida, tal como lo señaló la jurisprudencia antes 
mencionada, y que el señor YOHN GONZALEZ RUA no acredito depender 
económicamente del hoy occiso,   comedidamente solicito a la señora Jueza, se sirva, en 
su momento oportuno, declarar como probada la excepción propuesta. 

 

E). EXCEPCION GENÉRICA O ECUMÉNICA. 

 

Propongo está excepción teniendo en cuenta que el artículo 282 del Código General del 
Proceso, señala que cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una 
excepción, deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia. 
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VI.PRUEBAS: 
 

1. DOCUMENTALES. 

 

Sírvase señor Juez, tener y decretar como tales las siguientes: 

 
• La demanda junto con sus anexos. 

 
• Toda la actuación procesal cumplida y por cumplir dentro del proceso. 

 

2. INTERROGATORIO DE PARTE. 

Sírvase Señor Juez señalar fecha y hora para que previa citación a audiencia 
comparezcan los demandantes a absolver interrogatorio de parte que les formularé 
personalmente en su Despacho o por escrito en sobre cerrado. 

 

3. PRUEBA TRASLADADA. OFICIO A FISCALIA SECCIONAL 02 UNIDAD DE 
DELITOS CONTRA LA VIDA DE FUNZA (CUNDINAMARCA).   

Comedidamente solicito al señor Juez se sirva oficiar a la FISCALIA SECCIONAL 02 
UNIDAD DE DELITOS CONTRA LA VIDA DE FUNZA.  donde se adelanta la 
investigación penal por el delito de Homicidio Culposo de la señora BLANCA CELY 
REYES VARGAS (Q.E.P.D.), en contra del señor JORGE ALBERTO HERNANDEZ 
GOMEZ, bajo el radicado 2546306000416-2021-00575, con el fin de que remitan al 
proceso el resultado de la prueba de alcohol en sangre practicado al cadáver por parte del 
LABORATORIO DE TOXICOLOGIA del INSTITUTO DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS 
FORENSES. 

 
Dicha prueba es pertinente, conducente y útil en la medida en que nos permite establecer 
si la señora BLANCA CELY REYES VARGAS (Q.E.P.D.)  se encontraba bajo el efecto 
del alcohol o sustancia alucinógena al momento de los hechos. 
 
Dicha prueba es pertinente, conducente y útil en la medida en que nos permite establecer 
si la señora BLANCA CELY REYES VARGAS (Q.E.P.D.) se encontraba bajo el efecto del 
alcohol o sustancia alucinógena al momento de los hechos. 
 

4.CITACION A LOS PERITOS. 

Respetuosamente solicito a la Señor Juez, convocar a los peritos GABRIEL SANCHEZ 
y/o RAFAEL ARIAS SANCHEZ, para que comparezca a la audiencia con el fin de 
poder ejercer el derecho de contradicción del dictamen pericial por ellos elaborados, tal 
como lo consagra el artículo 228 del CGP. 

La citación a los peritos es pertinente, conducente y útil en la medida en que el Artículo 
228 del CGP establece el Derecho de Contradicción al señalar que: “La parte contra la 
cual se aduzca un dictamen pericial podrá solicitar la comparecencia del perito a la 
audiencia”. 
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VII.ANEXOS 

 
Me permito aportar los siguientes documentos: 

 

- El poder otorgado por el demandado JORGE ALBERTO HERNANDEZ GOMEZ  
 

 

VIII.NOTIFICACIONES. 
 

Los demandantes y su apoderada recibirán notificaciones en las direcciones señaladas en 
la demanda. 

 

El demandado JORGE ALBERTO HERNANDEZ GOMEZ recibirá notificaciones en la 
Calle 14 No 24 A 46 de Funza (Cundinamarca). Correo Electrónico: 
joalito99@gmail.com 

El suscrito apoderado de la demandada recibirá notificaciones en la en la en la 
Carrera 56 No 167-29 Oficina 206 de Bogotá D.C. Celular 3112818979 Correo 
electrónico: santis_abogados@hotmail.com 

Del Señor Juez 
 
Atentamente, 
 
 

 
ERNESTO JAVIER SANTIS JIMENEZ 
C.C. No. 79.465.590 de Bogotá. 
T.P. No. 93.486 del C.S. de la Judicatura 
 

mailto:joalito99@gmail.com
mailto:santis_abogados@hotmail.com
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Heilyn Bautista <Heilyn.Bautista@laequidadseguros.coop>
Mié 27/04/2022 2:00 PM

Para: Juzgado 25 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto25bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: gerencia@barretoymartinezabogados.com <gerencia@barretoymartinezabogados.com>

Bogotá, 26 De abril de 2022
 
Señores
JUZGADO VEINTICINCO CIVIL DEL CIRCUITO
E.S.D
Ref.   
Proceso                    :  VERBAL de RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
Demandante         :  YHON SEBASTIÁN GONZÁLEZ RUA y otros
Demandado          : LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C y otros
Radicado                :  110013103025 2022 00066 00
 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA
 
HEILYN BAUTISTA BARRERA, mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía No1.143.350.727  de C/gena, domiciliada y
vecina de la ciudad de Bogotá, abogada en ejercicio y portadora de la tarjeta profesional No.279.003 del Consejo Superior de la
Judicatura, actuando en nombre y representación de LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C., representada legalmente por el
señor NESTOR RAUL HERNANDEZ OSPINA identificado con la cédula de ciudadanía No. 94.311.640, tal y como consta en el
certificado de existencia y representación expedido por la Superintendencia Financiera de Colombia, aseguradora constituida
mediante Escritura Pública No. 2948 del 24 de junio de 1970 ante la Notaria 10 del Círculo de Bogotá, identificada con el
Nit.860.028.415-5 y con domicilio principal en la ciudad de Bogotá D.C., de conformidad con el poder general que me fuere
conferido el 29  de diciembre  de 2021 mediante escritura pública No. 3041  de la Notaria 10 del Círculo de Bogotá,
respetuosamente me permito presentar la CONTESTACIÓN A LA DEMANDA presentada por el señor YHON SEBASTIÁN GONZÁLEZ
RUA y otros, dentro del término legal establecido.
 
Cordialmente,
 
 
Heilyn Bautista Barrera | Abogada Dirección Legal Judicial
(601-x) 5922929| Dirección Cra.9ª # 99-07 Piso 15 | Horario de atención: Lunes a Jueves 7:00 a.m. a 1:00 pm y de 2:00 pm a 4:00 p.m. – Viernes
7:00 a.m. – 3:00 p.m.
 
[mailto:heilyn.bautista@laequidadseguros.coop%20]heilyn.bautista@laequidadseguros.coop  | www.laequidadseguros.coop | Ciudad – Colombia

 
P Antes de imprimir, piense en su compromiso con el medio ambiente.
 
NOTA CONFIDENCIAL: La información contenida en este correo y en sus anexos y/o archivos adjuntos, es confidencial y tiene carácter reservado. La misma es propiedad de La Equidad Seguros O.C. y está dirigida para

conocimiento estricto de la persona o entidad destinataria(s), quien es (son) responsable(s) por su custodia y conservación. Si no es el receptor autorizado, cualquier retención, difusión, distribución o copia de este mensaje

es prohibida y será sancionada por la ley. Si por error recibe este mensaje, favor reenviarlo y borrar el mensaje recibido inmediatamente. La compañía no es responsable por la transmisión de virus informáticos, ni por las

opiniones expresadas en este mensaje, ya que estas son exclusivas del autor.

 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.laequidadseguros.coop%2F&data=05%7C01%7Cccto25bt%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C86bdadf011b540afa46908da28800b7b%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637866828001786279%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=kocxZEiJWL0FcnVLk6MmjO%2FzaTRhDN7kUrQHei84ScI%3D&reserved=0


SGC 8397 

Bogotá, 26 De abril de 2022 

 

Señores  

JUZGADO VEINTICINCO CIVIL DEL CIRCUITO 

E.S.D 

  

Ref.   

Proceso  :  VERBAL de RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 

Demandante :  YHON SEBASTIÁN GONZÁLEZ RUA y otros 

Demandado : LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C y otros  

Radicado  :  110013103025 2022 00066 00 

 

  

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA Y SUBSANACION  

 

HEILYN BAUTISTA BARRERA, mayor de edad, identificada con la cédula de 

ciudadanía No1.143.350.727  de C/gena, domiciliada y vecina de la ciudad 

de Bogotá, abogada en ejercicio y portadora de la tarjeta profesional 

No.279.003 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en nombre y 

representación de LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C., representada 

legalmente por el señor NESTOR RAUL HERNANDEZ OSPINA identificado con 

la cédula de ciudadanía No. 94.311.640, tal y como consta en el certificado 

de existencia y representación expedido por la Superintendencia Financiera 

de Colombia, aseguradora constituida mediante Escritura Pública No. 2948 

del 24 de junio de 1970 ante la Notaria 10 del Círculo de Bogotá, identificada 

con el Nit.860.028.415-5 y con domicilio principal en la ciudad de Bogotá 

D.C., de conformidad con el poder general que me fuere conferido el 29  

de diciembre  de 2021 mediante escritura pública No. 3041  de la Notaria 10 

del Círculo de Bogotá, respetuosamente me permito presentar la 

CONTESTACIÓN A LA DEMANDA presentada por el señor YHON SEBASTIÁN 

GONZÁLEZ RUA y otros, dentro del término legal establecido, manifestando 

lo siguiente: 

 

I. PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

PRETENSIONES DECLARATIVAS: 

 

2.1.1. Nos oponemos a la prosperidad de esta pretensión por los siguientes 

motivos:  

 

- Dentro de este caso no existe ninguna responsabilidad en cabeza del 

conductor del vehículo de placas WOY653, pues dentro de este caso 
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nos encontramos con una culpa exclusiva de la víctima tal y como se 

explicará en el acápite correspondiente a las excepciones.  

 

- Con relación a una remota condena solidaria en contra de la mi 

representada, manifestamos que la misma no es procedente por los 

siguientes motivos:  

 

El artículo 1568 del código civil colombiano establece: 

 

“DEFINICIÓN DE OBLIGACIONES SOLIDARIAS. En general cuando se ha 

contraído por muchas personas o para con muchas la obligación de una 

cosa divisible, cada uno de los deudores, en el primer caso, es obligado 

solamente a su parte o cuota en la deuda, y cada uno de los acreedores, 

en el segundo, sólo tiene derecho para demandar su parte o cuota en 

el crédito. 

 

Pero en virtu d de la convención, del testamento o de la ley puede 

exigirse cada uno de los deudores o por cada uno de los acreedores el 

total de la deuda, y entonces la obligación es solidaria o in solidum. 

 

La solidaridad debe ser expresamente declarada en todos los casos en 

que no la establece la ley.” Resaltado fuera del texto 

 

Teniendo en cuenta lo anterior al analizar el caso concreto, resulta claro 

que ni en una convención, ni en un testamento, ni en la ley, se estableció 

la solidaridad civil respecto de la empresa Tomadora de la póliza y La 

Equidad Seguros Generales O.C. figura que tampoco se pactó en dentro 

contrato de seguro celebrado por éstas. Por lo tanto, a este Organismo 

cooperativo que represento no le es aplicable ningún tipo de solidaridad. 

 

 

2.1.2. Nos oponemos a la prosperidad de esta pretensión, como quiera que, 

dentro de este caso no existe ninguna responsabilidad en cabeza del 

conductor del vehículo de placas WOY653, pues el accidente objeto 

de estudio se produjo por una culpa exclusiva de la víctima tal y como 

se explicará en el acápite correspondiente a las excepciones. 
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PRETENSIONES CONDENATORIAS: 

 

2.1.2  Nos oponemos a la prosperidad de esta pretensión, como quiera que, 

dentro de este caso no existe ninguna responsabilidad en cabeza del 

conductor del vehículo de placas WOY653, pues el accidente objeto de 

estudio se produjo por una culpa exclusiva de la víctima tal y como se 

explicará en el acápite correspondiente a las excepciones, además de esto 

los perjuicios solicitados deben ser demostrados dentro proceso, como 

quiera que,  el simple parentesco no hace que los perjuicios sean 

reconocidos de manera automática,  y en cuanto al perjuicios materiales 

nos oponemos a su reconocimiento por cuanto no se encuentran 

demostrados en debida forma.  

 

2.2.2. Nos oponemos a una eventual condena en costas y agencias en 

derecho, dado que dentro de este caso no existe responsabilidad alguna 

en cabeza del conductor del vehículo de placas WOY653.  

 

 

II. EN CUANTO A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 

 

4.1. Por ser un hecho que contiene varias afirmaciones se contestará de 

la siguiente manera:  

 

- De conformidad con el Informe De Accidente De Tránsito, se 

tendrá como cierto que el 23 de octubre de 2021 a las 07:10 pm, 

ocurrió un accidente de tránsito.  

- De conformidad con el Informe De Accidente De Tránsito, no se 

tiene como cierto que la señora REYES VARGAS (Q.E.P.D), se 

movilizaba en una bicicleta, pues en el informe mencionado, 

quedo consignado que la misma era una peatón y la bicicleta 

mencionada no se encuentra relacionado en dicho informe.  

 

4.2. No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse. No obstante, no hay pruebas dentro del 

expediente por medio de las cuales se pueda demostrar que el 

conductor del vehículo de placas WOY653, fuera excediendo los 

límites de velocidad, además se aclara que los hechos ocurrieron en 
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una vía nacional e industrial, donde la velocidad permitida era de 80 

km/h. 

 

Además de lo anterior, del bosquejo topográfico aportado no se 

puede concluir que lo dibujado sea una huella de frenado y es 

imposible ver a una persona sobre la vía a más de 54 kilómetros 

distancia, esto teniendo en cuenta las caracterices de la vía, por la 

hora en la que ocurrieron los hechos y por qué además la señora 

REYES VARGAS (Q.E.P.D), no se movilizaba con los elementos 

requeridos para hacerse visible en medio una carretera que no 

contaba con iluminación artificial. 

 

4.3. No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse. 

 

4.4. No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse.  

 

4.5.  No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse.  

 

4.6. No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse.  

 

4.7. No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse.  

 

4.8. Es cierto y se aclara que, dadas las circunstancias del caso, la póliza 

emitida por mi representada no se puede afectar dentro de este caso, 

porque no encuentra demostrada en debida forma la 

responsabilidad del conductor del vehículo de placas WOY653, no 

obstante en el remoto caso en el que el juez decida hacer efectivo el 

amparo de Lesiones o Muerte de una Persona, solicitamos que se 
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tenga en cuenta los limites establecidos en la caratula de la póliza y 

sus condiciones aplicables.  

 

4.9. No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse. No obstante, de este hecho se destaca que la 

vía no contaba con iluminación artificial, razón por la cual los 

elementos de exigidos por los artículos 94 y 95 del Código Nacional de 

Tránsito Terrestre, eran extremadamente necesarios.  

 

4.10. No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse. No obstante, se pone de presente que el Informe 

elaborado, no fue realizado en debida forma, pues cuenta con 

muchas inconstancias, tales como: Poner que la fallecida era una 

peatón y además no identificaron la supuesta bicicleta donde se 

movilizaba la señora Blanca Cely (Q.E.P.D, así las cosas, el mismo no 

se constituye como una fehaciente de lo ocurrido el pasado 23 de 

octubre de 2021.  

 

4.11. No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse. No obstante, se pone de presente que el Informe 

elaborado, no fue realizado en debida forma, pues cuenta con 

muchas inconstancias, tales como: Poner que la fallecida era una 

peatón y además no identificaron la supuesta bicicleta donde se 

movilizaba la señora Blanca Cely (Q.E.P.D), por lo cual la hipótesis ahí 

planteada carece de veracidad, y más aún cuando la misma vía 

permitía ir hasta 80 km/h, por lo cual no se podría hablar de un exceso 

de velocidad.  

 

4.12. No es un hecho, es una transcripción de un texto, lo cual no amerita 

pronunciamiento alguno. 

 

4.13. No es cierto, y se aclara que mi representada solo conoció el Informe 

De Accidente mencionado, por medio de esta demanda, por lo cual 

en este momento procesal es que estamos poniendo de presente las 

inconsistencias que se presentan en dicho documento.  
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4.14. Es cierto y se aclara que si se llega a demostrar que la señora Diana 

Cely (Q.E.P.D), se movilizaba en una bicicleta, se debe tener en 

cuenta que ella también estaba realizando una actividad peligrosa, 

y en su caso se agrava más por el hecho de que no estaba utilizado 

los elementos requeridos por ley, para movilizarse en dicha bicicleta 

en horario nocturno.  

 

4.15. No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse. 

 

4.16. No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse.  

 

4.17. No nos consta, las circunstancias narradas en este numeral son 

totalmente ajenas a LA EQUIDAD SEGUROS GENRALES   O.C, por lo 

cual debe probarse. 

 

4.18. No es cierto, el accidente objeto de estudio no es imputable al 

conductor de vehículo de placas WOY653, contrario a ello, el 

accidente ocurrió por causas imputables a la señora BLANCA CELY 

REYES VARGAS (Q.E.P.D). 

 

4.19. No es cierto, el accidente objeto de estudio no es imputable al 

conductor de vehículo de placas WOY653, contrario a ello, el 

accidente ocurrió por causas imputables a la señora BLANCA CELY 

REYES VARGAS (Q.E.P.D). 

 

5. EXCEPCIONES 

 

Manifiesto al señor Juez que coadyuve a las excepciones que declare de 

oficio, aquellas excepciones que aparezcan probadas durante el proceso y 

las propuestas por los apoderados de los demandados y me permito 

adicionar las siguientes: 
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1. ROMPIMIENTO DEL NEXO CAUSAL POR CAUSA EXTRAÑA: CULPA 

EXCLUSIVA DE LA VICTIMA. 

 

Cuando la actividad realizada por el demandado haya concurrido con el 

ejercicio de parte de la víctima o de otras personas de actividades 

igualmente consideradas peligrosas, es necesario tener en cuenta las 

normas jurídicas reguladoras de la actividad de que se trate y verificar si el 

comportamiento de la víctima, objetivamente considerado, incidió o no en 

la secuencia causal que finalmente generó la ocurrencia del daño. 

 

Lo anterior nos conducen a realizar una valoración de las circunstancias 

fácticas que se presentan en el caso concreto, análisis que nos permitirá 

determinar la existencia, no de una, sino de varias causas extrañas con la 

suficiente entidad para la producción del hecho causante del daño, esto 

es, del accidente de tránsito.  

 

Así las cosas, al analizar el caso en concreto, encontramos que de 

conformidad con el Informe de accidente de tránsito No 0025430, y de las 

fotos aportadas con la demanda encontramos los siguientes hechos con los 

cuales se demuestran que hubo una culpa exclusiva de la víctima:  

 

- El accidente ocurrió alrededor de las 07:00 pm, es decir en horas de 

la noche. 

 

- La vía en la cual ocurrieron los hechos era una vía nacional, industrial 

que no contaba con iluminación artificial, por lo cual se concluye que 

la vía estaba oscura. 

 

- Según la narración de los hechos, la señora BLANCA CELY REYES 

VARGAS (Q.E.P.D), se movilizaba sobre la vía antes descrita como 

conductora de una bicicleta, no obstante, dentro en el IPAT no se 

relaciona dicha bicicleta y a la señora REYES VARGAS (Q.E.P.D), es 

relacionada como peatón.  

 

- De conformidad con el informe de inspección al cadáver el cual  fue 

remitido por el apoderado demandante vía WhatsApp a la suscrita, 

se puede evidenciar que en el acápite correspondiente a la 
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descripción  de los hechos se señala que: “…bici usuaria cruza la vía 

y es atropellado, hipótesis 157: por establecer”, es decir que de 

conformidad con lo narrado en este documento la demandante no 

iba en el mismo sentido vial del taxi, pues con esto se demuestra que 

estaba intentado cruzar la vía, lo cual se constituye como una 

maniobra altamente peligrosa e imprudente.   

 

- De conformidad con el documento denominado “inspección al 

vehículo”, se puede evidenciar que la supuesta bicicleta donde se 

transportada la señora BLANCA CELY REYES VARGAS (Q.E.P.D), 

presenta  la mayoría de daños en el costado izquierdo de la misma, 

por lo cual con esto se puede corroborar que el impacto se produce 

por la maniobra imprudente de cruce que realizó la fallecida, pues de 

haber ido en el mismo sentido del taxi los golpes estuvieran en la parte 

trasera de bicicleta y no la lateral izquierda. Nótese como del mismo 

informe se demuestra que el impacto principal esta a un costado de 

la bicicleta: 

 

 
 

 

 

− Además de lo anterior se destaca que el vehículo de placas 

WOY653 iba en línea recta, razón por la cual la única manera 

en sé que podría justificar los golpes en el costado izquierdo   de 

la bicicleta, es porque la misma estaba atravesando la vía de 

manera imprudente.  

 

− Dentro del expediente no se encuentra demostrado que la 

señora BLANCA CELY REYES VARGAS (Q.E.P.D), llevara consigo 

los implementos requeridos por el articulo 94 y 95 del Código De 
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Tránsito y Transporte, para manejar la supuesta bicicleta en la 

que se movilizaba: 

 

“ARTÍCULO 94. NORMAS GENERALES PARA BICICLETAS, TRICICLOS, 

MOTOCICLETAS, MOTOCICLOS Y MOTOTRICICLOS.  Los conductores de 

bicicletas, triciclos, motocicletas, motociclos y mototriciclos, estarán sujetos 

a las siguientes normas: 

Deben transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de un (1) 

metro de la acera u orilla y nunca utilizar las vías exclusivas para servicio 

público colectivo. 

Los conductores de estos tipos de vehículos y sus acompañantes deben 

vestir chalecos o chaquetas reflectivas de identificación que deben ser 

visibles cuando se conduzca entre las 18:00 y las 6:00 horas del día siguiente, 

y siempre que la visibilidad sea escasa. 

Los conductores que transiten en grupo lo harán uno detrás de otro. 

No deben sujetarse de otro vehículo o viajar cerca de otro carruaje de 

mayor tamaño que lo oculte de la vista de los conductores que transiten en 

sentido contrario. 

No deben transitar sobre las aceras, lugares destinados al tránsito de 

peatones y por aquellas vías en donde las autoridades competentes lo 

prohíban. Deben conducir en las vías públicas permitidas o, donde existan, 

en aquellas especialmente diseñadas para ello. 

Deben respetar las señales, normas de tránsito y límites de velocidad. 

No deben adelantar a otros vehículos por la derecha o entre vehículos que 

transiten por sus respectivos carriles. Siempre utilizarán el carril libre a la 

izquierda del vehículo a sobrepasar. 

Deben usar las señales manuales detalladas en el artículo 69 de este código. 

Los conductores y los acompañantes cuando hubieren, deberán utilizar 

casco de seguridad, de acuerdo como fije el Ministerio de Transporte. 

La no utilización del casco de seguridad cuando corresponda dará lugar a 

la inmovilización del vehículo 

 

ARTÍCULO 95. NORMAS ESPECÍFICAS PARA BICICLETAS Y TRICICLOS. Las 

bicicletas y triciclos se sujetarán a las siguientes normas específicas: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0769_2002_pr001.html#69
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1. Debe transitar ocupando un carril, observando lo dispuesto en los 

artículos 60 y 68 del presente código. 

2. Los conductores que transiten en grupo deberán ocupar un carril y nunca 

podrán utilizar las vías exclusivas para servicio público colectivo. 

3. Los conductores podrán compartir espacios garantizando la prioridad de 

estos en el entorno vial. 

4. No podrán llevar acompañante excepto mediante el uso de dispositivos 

diseñados especialmente para él o ni transportar objetos que disminuyan la 

visibilidad o que impida un tránsito seguro. 

5. Cuando circulen en horas nocturnas, deben llevar dispositivos en la parte 

delantera que proyecten luz blanca, y en la parte trasera que reflecte luz 

roja. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior se puede demostrar que la señora BLANCA 

CELY REYES VARGAS (Q.E.P.D), no cumplía con los requisitos mínimos para 

movilizarse en la supuesta bicicleta que al parecer iba manejando a las siete 

de la noche, sobre una industrial y que no contaba con luz artificial, pues 

dentro de las pruebas arrimadas al proceso no hay ninguna por medio de 

la cual se pueda demostrar que la ciclista fallecida estuviera portando 

chalecos o chaquetas reflectivas de identificación ,así como tampoco se 

demostró que la bicicleta en la que supuestamente se movilizaba contara 

con dispositivos en la parte delantera que proyecten luz blanca, y en la 

parte trasera que reflecte luz roja, y además  sino estuviera cruzando la vía  

de manera imprudente el accidente objeto de estudio no hubiera sucedió. 

Con esto se demuestra que la causa eficiente del accidente fue el actuar 

imprudente de la fallecida.  

 

Vistas, así las cosas, es improcedente por demás pretender el resarcimiento 

reclamados por los demandantes, dado que lamentablemente el deceso 

de la señora BLANCA CELY REYES VARGAS (Q.E.P.D), ocurrió por causar 

imputables a su mismo comportamiento los cuales también deben ser 

objeto de estudio y de sanción por parte del juzgado.  

 

 

2. CONCURRENCIA DE ACTIVIDADES PELIGROSAS.  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0769_2002_pr001.html#60
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0769_2002_pr001.html#68
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Planteamos esta excepción de manera subsidiaria a la anterior, para el 

evento en que el señor Juez, a pesar de los argumentos esbozados 

precedentemente, estime que la conducta desplegada por la señora 

BLANCA CELY REYES VARGAS (Q.E.P.D), no ostenta las condiciones 

necesarias para romper el nexo causal entre la actividad desarrollada por 

el conductor del vehículo de placas WOY653 y la supuesta bicicleta 

involucrada. 

 

El artículo 2357 del Código Civil establece que “la apreciación del daño está 

sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”. 

Esta institución ha sido desarrollada por la Corte Suprema de Justicia de la 

siguiente forma:  

 

“La Corporación tiene dicho que la responsabilidad civil atribuible al 

demandado puede atenuarse cuando, amén de su comportamiento, 

“confluya la conducta de la propia víctima, en cuanto sea 

reprochable, a la realización del daño, inclusive hasta el punto de que 

si la última resulta exclusivamente determinante, el demandado debe 

ser exonerado de cualquier indemnización; y, a partir de allí, si 

fue  apenas un hecho concurrente,  se impone, justa y 

proporcionalmente, una disminución del monto indemnizatorio 

reclamado” (sentencia 069 de 6 de abril de 2001, exp.#6690).   

 

“de la concurrencia de causas que se produce cuando  en el origen 

del perjuicio confluyen el hecho ilícito del ofensor y el obrar 

reprochable de la víctima, deviene fundamental establecer con 

exactitud la injerencia de este segundo factor en la producción del 

daño, habida cuenta que una investigación de esta índole viene 

impuesta por dos principios elementales de lógica jurídica que 

dominan esta materia, a saber: que cada quien debe soportar el daño 

en la medida en que ha contribuido a provocarlo, y que nadie debe 

cargar con la responsabilidad y el perjuicio ocasionado por otro (G. J. 

Tomos LXI, pág. 60, LXXVII, pág. 699, y CLXXXVIII, pág. 186, Primer 

Semestre, …)1 

 

En reciente jurisprudencia el Consejo de Estado en sentencia Nº 

76001233100019990009601 (24445) de julio 11 de 2012 con ponencia del 

Magistrado Carlos Alberto Zambrano Barrera, recordó que el fenómeno de 

la concausa se presenta cuando el comportamiento de la víctima 

 
1

 Corte Suprema de Justicia, sala de Casación Civil. Sentencia de mayo 13 de 2008. 

Magistrado Ponente: CESAR JULIO VALENCIA COPETE.  
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contribuye de manera cierta y eficaz en la producción del hecho dañino, lo 

que habilita al juzgador a reducir el monto de la indemnización. 

 

Esa parte del perjuicio explicó, no deviene antijurídico, por lo que no puede 

imputarse al patrimonio de quien se califica responsable. 

  

El alto Tribunal recordó en la mencionada sentencia que la reducción del 

daño resarcible responde a una razón de ser específica, pues la víctima 

contribuyó realmente a la causación de su propio daño. Por lo tanto, no 

podía imputarse al patrimonio de quien se califica responsable. 

 

En consecuencia, en caso de que se establezca a lo largo del proceso algún 

grado de responsabilidad en cabeza del conductor del vehículo de placas 

WOY653, debe ser consecuente el juzgador con que existe otro sujeto que  

 

causante del daño, esto es, la señora REYES VARGAS (Q.E.P.D), por cuanto 

su conducta contribuyó a la producción del accidente, tal como fue 

señalado en los argumentos expuestos en las líneas anteriores.   

 

3. INEXISTENCIA DE PRUEBA DE RESPONSABILIDAD FRENTE AL 

ASEGURADO POR INCONGRUENCIAS DEL INFORME DE ACCIDENTE 

N°0025430. 

 

Propongo este medio exceptivo teniendo presente que hasta el momento 

no existe prueba que concluya que el conductor del vehículo asegurado 

de placas WOY653 fuese el responsable del siniestro, solo existe un Informe 

Policial de Accidente de Tránsito que da una supuesta hipótesis la cual no 

es una decisión definitiva ni es vinculante, por tal motivo no existe hasta el 

momento algún elemento que pueda crear la idea de que el siniestro 

ocurrido el pasado 23 de octubre de 2021 y sus consecuencias sean 

responsabilidad de este además se le solicita al juez que el informe policía 

de accidente de tránsito no se tenga como pruebas, pues el mismo presenta 

inconsistencias, tales como:  

 

- Relacionar la fallecida en como si fuera una peatón 

- No relacionar la supuesta bicicleta donde se movilizaba la señora   

REYES VARGAS (Q.E.P.D).  

- Señalan que en la vía no había luz artificial, pero indican que había 

visibilidad, lo cual a todas luces no tiene sentido. 
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- En el bosque aportado no indican si las líneas dibujadas corresponden 

a huellas de frenado o corresponden a la trayectoria del vehículo, 

debido a que resultan demasiado extensas para corresponder a una 

huella de frenado.  

- También se debe tener en cuenta que en informe de inspección 

técnica al cadáver se dejo consignado como posible hipótesis la 

numero 157, no obstante esto no se consignado en el informe en 

mención, así como tampoco se estipuló que la fallecida se 

encontraba cruzando la vía.  

Por lo anterior, lo relacionado en el IPAT, no puede ser tomado como plena 

pruebas de los hechos objeto de estudio, dado que el mismo presenta serias 

inconsistencias que podrían hacer incurrir en error al despacho.  

 

Ahora bien, en el hipotético caso de una sentencia en contra de los 

intereses de mi representada, el juzgador deberá atender y analizar las 

condiciones aplicables para la póliza que se aportan con este escrito y 

además se debe analizar el régimen de responsabilidad elegido por los 

demandantes.   

 

4. OBJECION DE TASACION DE PERJUICIOS. 

 

La ausencia de responsabilidad del conductor del vehículo de placas 

WOY653, conduce indefectiblemente a la improcedencia de cancelación 

de los perjuicios de orden material solicitados con la demanda. 

  

Sin embargo, en atención al artículo 206 del Código General Del Proceso, 

aplicable al presente procedimiento, de conformidad con el artículo 627 del 

mismo código, OBJETAMOS la estimación de la cuantía de los perjuicios 

materiales señalados por el demandante por valor de $146.359.323, pues ya 

la doctrina y la jurisprudencia han sido uniformes en señalar que el daño 

debe ser probado por quien lo sufre, so pena que no proceda su 

indemnización.  

 

Así pues, es necesario tener en cuenta que las pretensiones planteadas por 

los demandantes carecen de elementos probatorios respecto al cálculo de 

los perjuicios materiales reclamados tal como se demostrará a continuación:  

 

 Lucro cesante:  
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Con relación a este perjuicios debemos manifestar que la tasación realizada 

por el apoderado demandante resulta altamente arbitraria e irresponsable, 

toda vez que hace una tasación por concepto de lucro cesante por 

personas que incluso se encuentran en sistema como cotizante activo tales 

como lo es el señor YHON SEBASTIAN GONZALEZ RUA, quien entre tanto no 

demuestra su vínculo de unión marital de hecho con la fallecida.  

 

Con relación al lucro cesante solicitando por los hijos de la señora REYES 

VARGAS (Q.E.P.D),llama poderosamente la atención cómo la misma 

respondía por tres hijos si solo percibía un salario mínimo de $ 908.526, y 

además se aclara que los padres de los menores también se encontraban 

trabajando y aparecen como cotizantes al régimen contributivo, por lo cual 

no resulta viable el reconocimiento de este perjuicio, el cual entre tanto no 

se debe presumir por simple hecho del parentesco filial, este  tiene ser 

demostrado dentro del proceso.  

 

 

5. EXCESIVA TASACIÓN DE PERJUICIOS MORALES. 

 

Cuando se hace referencia al daño moral, se alude al generado en el plano 

psíquico interno del individuo, reflejado en los dolores o padecimientos 

sufridos a consecuencia de la lesión a un bien, Este daño tiene existencia 

autónoma y se configura una vez satisfechos los criterios generales del daño: 

que sea particular, determinado o determinable, cierto, no eventual y que 

tenga relación con un bien jurídicamente tutelado, sin embargo 

corresponde a la parte interesada el probar los hechos que alega a su favor 

para la consecución de un derecho. 

 

Entre las pretensiones indemnizatorias elevadas en el libelo introductorio los 

demandantes solicitas que le sean reconocidos y pagados los perjuicios 

morales padecidos con ocasión al accidente ocurrido el 23 de octubre de 

2021, en cuantía de CUATRICIENTOS CINCUENTRA Y CUATRO MILLONES 

DOSCIENTOS SESENTA Y TRES MIL PESOS $454.263.000, aproximadamente.  

 

Frente a ello, es importante precisar que la simple solicitud de indemnización 

a raíz del accidente de tránsito en cita, no implican un reconocimiento 

inmediato las sumas de dinero pretendidas pues precisamente el hecho de 

que sea un reconocimiento ARBITIO JUDICE requiere que los accionantes 

proporcionen al juzgador los suficientes elementos de juicio que acrediten 

el sufrimiento padecido y que contribuyan a su cuantificación conforme al 

caso concreto. 
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Así lo dejan ver los pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia, entre 

los cuales cabe destacar la sentencia del 05 de mayo de 1999 M.P. JORGE 

ANTONIO CASTILLO RUGELES.  

 

“Tal perjuicio, como se sabe, es una especie de daño que incide en el 

ámbito particular de la personalidad humana en cuanto toca 

sentimientos íntimos tales como la pesadumbre, la aflicción, la 

soledad, la sensación de abandono o de impotencia que el evento 

dañoso le hubiese ocasionado a quien lo padece, circunstancia que, 

si bien dificulta su determinación, no puede aparejar el dejar de lado 

la empresa de tasarlos, tarea que, por lo demás, deberá desplegarse 

teniendo en cuenta que las vivencias internas causadas por el daño, 

varían de la misma forma como cambia la individualidad espiritual del 

hombre, de modo que ciertos incidentes que a una determinada 

persona pueden conllevar hondo sufrimiento, hasta el extremo de 

ocasionarle severos trastornos emocionales, a otras personas, en 

cambio, puede afectarlos en menor grado”.  

 

Como se observa, la existencia de perjuicios, ya sean patrimoniales o 

extrapatrimoniales, presuponen la reparación de daños causados a quienes 

no estaban en disposición de soportarlos. Sin embargo, su reparación no 

opera de forma automática, pues con objeto de su tasación deben los 

afectados acreditar tales circunstancias (sentimientos de dolor, aflicción, 

pesadumbre magnitud del impacto, incidencia del daño en la persona, el 

grado de intensidad del golpe y dolor, la sensibilidad y capacidad de sufrir 

de cada sujeto) 

 

Así pues, se convierte en una labor impropia para el fallador, conceder una 

indemnización bajo los montos pretendidos, sin contar con los suficientes 

elementos de juicio para su cuantificación. 

 

6. IMPROCEDENCIA DEL PAGO DEL DAÑO A LA VIDA EN RELACION. 

  

En la demanda se solicita reconocimiento de perjuicios por daño a la vida 

de relación para cada uno de los once demandantes. Al respecto es 

necesario señalar: 

 

El concepto de daño a la vida de relación consiste en la perdida de la 

posibilidad de realizar actividades vitales, que, aunque no producen 

rendimiento patrimonial, hacen agradable la existencia. Ha dicho el 

CONSEJO DE ESTADO: 
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2“Se trata, en realidad, de un daño extrapatrimonial a la vida exterior; 

aquel que afecta directamente la vida interior sería siempre un daño 

moral 

  

En la sentencia del Consejo de Estado, sección tercera, Nº 19031 de 

septiembre 14 de 2011 y 38222 de septiembre 14 de 2011 consejero 

Ponente. Enrique Gil Botero se determina de manera clara que, las 

denominaciones de daño a la vida de relación y alteración grave de 

las condiciones de existencia se recogen en el concepto de DAÑO A 

LA SALUD. Señalando expresamente: 

  

“...En otro términos, un daño a la salud desplaza por completo  a las demás 

categorías de daño inmaterial como lo son  la alteración grave a las 

condiciones de existencia – antes denominado daño a la vida de relación- 

precisamente porque cuando la lesión antijurídica tiene su génesis en una 

afectación negativa del estado de salud, los únicos perjuicios inmateriales 

que hay lugar a reconocer son el daño moral  y el daño a la salud”3 

 

Ahora bien, este perjuicio ahora renombrado por nuestra jurisprudencia 

nacional como DAÑO A LA SALUD, solo puede ser reclamado por la víctima 

en caso de que esta hubiese quedado con vida, y con lesiones que le 

impidieran realizar su vida manera normal como lo venía realizando antes 

de la ocurrencia de hecho dañoso.  

 

Como puede observarse los demandantes no están legitimados para 

acceder al pago de este perjuicio de índole moral, así las cosas, solicitamos 

que esta petición sea desestimada por el juez de la causa.  

 

7. FALTA DE PRUEBA DE LOS PERJUCIOS SOLICITADOS 

 

 El apoderado demandante está manifestando unas pretensiones sin 

fórmula real de prueba, está indicando en forma global unos perjuicios sin 

que indique el fundamento de estos y que resultan exagerados tal y como 

efectivamente lo probaré en su momento procesal. 

 

Es importante recalcar que el apoderado de la parte demandante en este 

punto, para la tasación de las pretensiones, simplemente hace una relación 

amplia de demandantes, la mención de unos supuestos daños inmateriales 

 
2 Consejo de Estado. Sección tercera, sentencia de 19 de julio de 2000. Magistrado Ponente: Dr. Alier Hernandez 

Enriquez. 
3 Consejo de Estado, sección tercera, sentencia 14 de septiembre de 2011, Consejero Ponente. Enrique Gil 

Botero. 
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y el máximo indemnizable según la jurisprudencia de la Corte Suprema De 

Justicia. Siendo así, es imperativo observar la intensión de la parte 

demandante de buscar un lucro innecesario sin que allegue pruebas 

siquiera sumarias de las consecuencias reales padecidas por los 

demandantes, por tal motivo solicitamos al señor juez que en caso de una 

eventual condena se analice y se tasen los perjurios conforme a los que se 

demuestre en la etapa procesal correspondiente.   

 

 

8. FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA DEL SEÑOR 

YHON SEBASTIAN GONZALEZ RUA 

 

Una vez analizados las pruebas aportadas con la demanda, denotamos 

que se encuentran ausentes los documentos por medio de los cuales se 

permita acreditar la unión marital de hecho entre el señor YHON 

SEBASTIAN GONZALEZ RUA y la señora BLANCA CELY REYES VARGAS, por 

lo cual las pretensiones encaminadas al reconocimiento de perjuicios 

inmateriales en favor de la demandante se deben desestimar.  

 

Al respecto el cuarto 4o. de la Ley 54 de 1990, establece lo siguiente 

 

Artículo 4o. La existencia de la unión marital de hecho entre compañeros 

permanentes se declarará por cualquiera de los siguientes mecanismos: 

 

1. Por escritura pública ante Notario por mutuo consentimiento de los 

compañeros permanentes. 

 

2. Por Acta de Conciliación suscrita por los compañeros permanentes, en 

centro legalmente constituido. 

 

3. Por sentencia judicial, mediante los medios ordinarios de prueba 

consagrados en el Código de Procedimiento Civil, con conocimiento de 

los Jueces de Familia de Primera Instancia. 

 

Así las cosas, y por no existir prueba legal del vínculo marital que existió entre 

el señor YHON SEBASTIAN GONZALEZ RUA y la señora BLANCA CELY REYES 

VARGAS, solicitamos que en caso de una eventual condena no se le 

reconozcan los perjuicios solicitados.  
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9. LA INNOMIDADA  

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 282 del Código General del 

Proceso, en el evento en que el señor Juez encuentre probados los hechos 

constitutivos de otras excepciones, sírvase declararlas probadas y 

reconocerlas oficiosamente en la sentencia a favor de LA EQUIDAD 

SEGUROS VIDA O.C. 

 

EXCEPCIONES RELACIONADAS CON LA PÓLIZA RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL No AA016815 

 

1. LÍMITE DEL VALOR ASEGURADO.  

Dispone el artículo 1079 del Código de Comercio: 

 

“ART. 1079.—El asegurador no estará obligado a responder sino hasta 

concurrencia de la suma asegurada, sin perjuicio de lo dispuesto en el 

inciso segundo del artículo 1074.” 

 

Luego entonces, la responsabilidad de la aseguradora tiene un límite 

cuantitativo que debe respetarse, determinado por la suma asegurada. 

 

Así las cosas, si la indemnización excede el valor asegurado, la compañía 

sólo estará obligada a cubrir este último monto, no siendo responsable por 

el excedente. 

 

“el asegurador no estará obligado a responder sino hasta 

concurrencia de la suma asegurada, sin perjuicio de lo dispuesto 

en el inciso segundo del artículo 1074. 

 

En ese orden de ideas, solicito Señor juez, que en el hipotético caso en el 

que se les otorgue razón a las pretensiones de los demandantes, se tenga 

presente el límite del valor asegurado establecido en la caratula de póliza 

No AA016815; el cual fue debidamente pactado, de manera libre y 

concertada entre las partes, esto, en ejercicio del principio de la autonomía 

de la voluntad privada.  

 

 

Así las cosas, se debe tener en cuenta que el límite del valor asegurado para 

el amparo de Lesiones/Muerte una Persona póliza No AA016815 es de 100 

SMLMV, valor que a la fecha del siniestro correspondía a $ 908.526 X 100= $ 

$90.852.600.  
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Así las cosas, en el evento de que La Equidad Seguros O.C, se vea expuesto 

a una condena la misma no podrá extenderse más allá del monto señalado 

de $90.852.600. 

 

 

2. DISPONIBILIDAD DEL VALOR ASEGURADO 

 

Aunado a las excepciones anteriormente señaladas, solicito de manera 

respetuosa, señor Juez, que en eventual caso de que se profiera sentencia 

condenatoria para este organismo cooperativo, se tenga en cuenta la 

disponibilidad del valor asegurado al momento del fallo. Es decir, que en 

medida en que se van cancelando siniestros a cargo de un contrato de 

seguro en específico, el valor asegurado va disminuyendo, pues las sumas 

aseguradas no son fijas y se agotan progresivamente, en la medida que se 

afecta la póliza y se cancelan siniestros.  

 

Valdrá la pena precisar entonces, que la responsabilidad de la aseguradora 

se ceñirá expresamente a lo pactado de manera concertada entre las 

partes, y a la disponibilidad del valor asegurado al momento de la sentencia 

condenatoria.  

 

3. PRINCIPIO INDEMNIZATORIO. 

 

El Principio indemnizatorio es una regla básica en materia de seguro, por el 

cual el valor de la indemnización tendrá su límite en el monto del daño 

causado.   

 

Por tanto, la obligación condicionada a cargo de la aseguradora se 

encuentra delimitada igualmente por el monto de los perjuicios 

efectivamente padecidos por el demandante, de forma que la 

indemnización a cargo de aquella no puede superar el valor endilgado por 

el mismo. Siendo lo anterior una clásica aplicación del principio 

indemnizatorio que impera en el contrato de seguros que se encuentra 

consagrado en el artículo 1088 del Código de Comercio que preceptúa lo 

siguiente: 

 

“ART. 1088. —Respecto del asegurado, los seguros de daños serán 

contratos de mera indemnización y jamás podrán constituir para él 

fuente de enriquecimiento. La indemnización podrá comprender a la 
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vez el daño emergente y el lucro cesante, pero éste deberá ser objeto 

de un acuerdo expreso.” (Subrayas fuera del texto). 

 

En consecuencia, en caso de una eventual condena en contra de la 

aseguradora no podrá ir más allá del monto de los perjuicios efectivamente 

causados y debidamente probados dentro del proceso. 

 

4. AUSENCIA DE SOLIDARIDAD DEL CONTRATO DE SEGURO CELEBRADO 

CON LA EQUIDAD.  

 

El artículo 1568 del código civil colombiano establece: 

 

“DEFINICIÓN DE OBLIGACIONES SOLIDARIAS. En general cuando se ha 

contraído por muchas personas o para con muchas la obligación de una 

cosa divisible, cada uno de los deudores, en el primer caso, es obligado 

solamente a su parte o cuota en la deuda, y cada uno de los acreedores, 

en el segundo, sólo tiene derecho para demandar su parte o cuota en el 

crédito. 

 

Pero en virtu d de la convención, del testamento o de la ley puede exigirse 

cada uno de los deudores o por cada uno de los acreedores el total de la 

deuda, y entonces la obligación es solidaria o in solidum. 

 

La solidaridad debe ser expresamente declarada en todos los casos en que 

no la establece la ley.” Resaltado fuera del texto 

 

Teniendo en cuenta lo anterior al analizar el caso concreto, resulta claro que 

ni en una convención, ni en un testamento, ni en la ley, se estableció la 

solidaridad civil respecto de la empresa Tomadora de la póliza y La Equidad 

Seguros Generales O.C. figura que tampoco se pactó en dentro contrato 

de seguro celebrado por éstas. Por lo tanto, a este Organismo cooperativo 

que represento no le es aplicable ningún tipo de solidaridad. 

 

Por lo anterior en caso de una eventual sentencia en contra de los intereses 

de LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES O.C. solicito al despacho tener en 

cuenta lo establecido en el artículo 1079 del código de comercio que 

establece “El asegurador no estará obligado a responder si no hasta 
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concurrencia de la suma asegurada, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso 

segundo del artículo 1074”. 

 

5. EXCEPCION GENÉRICA O INNOMINADA.  

Solicito respetuosamente al Señor Juez, que de conformidad con lo 

establecido en el artículo 282 del C.G.P. declare probada cualquier otra 

excepción que se establezca en el transcurso del proceso.  

 

 

 

 

I. PRUEBAS 

Comedidamente solicito al señor Juez, ordenar la práctica y tener como 

prueba las siguientes: 

 

Interrogatorio de Parte:  

 

Comedidamente solicito al Señor Juez, que ordene la práctica de esta 

prueba respecto de todos los demandantes y demandados, para lo cual 

solicito se fije fecha y hora con el fin de que absuelvan el cuestionario que 

verbalmente o en sobre cerrado presentaré a la diligencia. 

 

 

 

Documentales aportados: 

 

1. Certificado de la Equidad Seguros Generales O.C, expedida por la 

Superintendencia Financiera de Colombia y Cámara de Comercio. 

2. Copia simple de la póliza No. AA016815. 

3. Copia simple de las condiciones generales contenidas en la forma 

con No 15062015-1501-P-06-0000000000000116. 

4. Consulta del Adres donde se demuestra que el señor YHON 

SEBASTIAN GONZALEZ RUA se encuentra como cotizante del sistema 

de salud desde el 01 de mayo de 2018.  

5. Correo enviando al apoderado demandante solicitando en envió 

de las pruebas faltantes. 

6. Pruebas enviadas por el apoderado demandante.  

 

Testimoniales.  
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1. Solicitamos al despacho se ordene citar al agente de transito que 

elaboro el Informe De Accidente De transito N° 0025430, GERMAN 

CAIPA ARCILA identificado con la cedula de ciudadanía 

1.010.167.520 con placa policial N° 106156 el cual puede ser 

notificado en la Calle 13 # 18-24 Estación de La Sabana Ferrocarriles 

(dirección de tránsito y transporte de la policía nacional)  

 

Contradicción de dictamen. 

 

1. Solicitamos al despacho hacer comparecer a los señores GABRIEL 

SANCHEZ y/o RAFAEL ARIAS SANCHEZ, a fin de poder controvertir el  

dictamen pericial consistente en la tasación de perjuicios materiales 

(lucro cesante) elaborado por los peritos, los cuales pueden ser 

citados a través de la parte demandante quien es la que aporta 

dicha prueba.  

 

 

II. ANEXOS. 

 

- Los documentos señalados en el acápite de pruebas.  

- Escritura pública No. 3040 del 29 de diciembre dl 2021 por medio de la 

cual se otorga poder general. 

 

 

III. NOTIFICACIONES 

 

Mi representada la EQUIDAD SEGUROS GENERALES O.C, y la suscrita 

recibiremos notificaciones en la Cra.9ª # 99-07 Piso 15 de la cuidad de 

Bogotá, o en la secretaría de su despacho. Y al correo electrónico: 

Notificacionesjudiciales.laequidad@laequidadseguros.coop 

 

 

Del señor juez,  

 

 

 

 

mailto:Notificacionesjudiciales.laequidad@laequidadseguros.coop


SGC 8397 

 
 

HEILYN BAUTISTA BARRERA 

C.C 1.143.350.727 de C/Gena  

T.P. N° 279.003 del C.S. de la J. 

Notificacionesjudiciales.laequidad@laequidadseguros.coop 

Celular 3183641334 

 

mailto:Notificacionesjudiciales.laequidad@laequidadseguros.coop


DETALLE

DESCRIPCIÓN VALOR ASEGURADO DED % DED VALOR PRIMA

INFORMACIÓN GENERAL     

TOMADOR    NIT/CC

PRIMA NETA 

INTERMEDIARIO Y/O FUERZA COMERCIAL DIRECTA    

GASTOS TOTAL POR PAGARIVA

TEL/MOVIL 

FECHA DE IMPRESIÓN

MM HASTA

TELEFONOFORMA DE PAGO
DOCUMENTO

DIRECCIÓNAGENCIA

MM

SEGURO 

E-MAIL
ASEGURADO NIT/CC

TEL/MOVILE-MAIL
BENEFICIARIO NIT/CC

TEL/MOVILE-MAIL
DESCRIPCIÓN DEL RIESGO

DETALLE DESCRIPCIÓN

ORDEN
USUARIO

VALOR ASEGURADO TOTAL

ACCESORIOS

FIRMA AUTORIZADA
LA EQUIDAD SEGUROS O.C.

FIRMA TOMADOR

La mora en el pago de la prima o certificados que se expidan con fundamento en ella producirá la terminación automática del contrato y dará derecho a La Equidad
Seguros O.C. para exigir el pago de la prima devengada y de los gastos causados con ocasión de la expedición del contrato. El pago extemporaneo de la prima, no
convalida la mora ni reactiva la póliza terminada automáticamente, caso en el cual se devolverá la prima a que haya lugar.
Con la firma del presente documento certifico que he leído de manera anticipada en la página web de La Equidad http://www.laequidadseguros.coop/, el clausulado 
anexo a la póliza contratada, el cual adicionalmente me fue explicado por la compañía de seguros; Información que en todo caso, declaro que conozco y entiendo, 
clara, suficiente y expresamente, en especial lo relacionado con las condiciones generales, el contenido de la cobertura, las exclusiones y las garantías del contrato 
de seguro.
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FACTURA

CERTICADO

PÓLIZA

PRODUCTO

DESDE
VIGENCIA DE LA POLIZAFECHA DE EXPEDICIÓN

DD
DD DDDD

DATOS GENERALES
HORA
HORA

AAAA MM
MM

AAAA
AAAA

AAAA

COASEGURO
COMPAÑIA PARTICIPACIÓN CÓDIGO NOMBRE PARTICIPACIÓN

VALOR ASEGURADO

DIRECCIÓN

DIRECCIÓN

DIRECCIÓN

COBERTURAS Y VALOR ASEGURADO

RCE SERVICIO PUBL

AA016815 AA120829

RCE SERVICIO PUBL

DELEGADA INTEGRA

218Nuevo

7421444Con. Cuota a 30, 60 y 90 Dias

CALLE 96 # 45A 31

AA118130

27 05 2021 27 05 2021 24:00
15 02 2022 24:00

26 04 2022

COOMOFU LTDA
GERENCIA@COOMOFU.COM

860517391
CARRERA 14 N°14-31 0318340358
COOMOFU LTDA

GERENCIA@COOMOFU.COM
860517391

CARRERA 14 N°14-31 0318340358
TERCEROS AFECTADOS

notiene@notiene.com
21

TODA COLOMBIA ....

$286,488,532.00 $320,349.00 $60,391.00 $380,740.00

%. 900603755 HRG SEGUROS LTDA %.

NIT 860028415

CIUDAD
DEPARTAMENTO
LOCALIDAD
DIRECCION
Marca/Tipo (Código Fasecolda)
CAPACIDAD TONELADAS/PASAJEROS
PLACA UNICA
COLOR
NUMERO DE MOTOR
NUMERO DE CHASIS
NUMERO DE SERIE
CANAL DE VENTA
AMPARO PATRIMONIAL
ASISTENCIA JURIDICA

FUNZA
CUNDINAMARCA
FUNZA
CRA 14 NO 14 31
CHEVROLET LT 500 MT DSL 4X2 5V
05
WOY653
BLANCO
G4LAGP091377
KNABE512AHT375602
KNABE512AHT375602
Franquicia
INCLUIDO
INCLUIDA

Responsabilidad Civil Extracontractual Servicio Publico .00% $.00
Daños a Bienes de Terceros smmlv 100.00 10.00% 1.00 smmlv $.00
Lesiones o Muerte de una Persona smmlv 100.00 .00% $.00
Lesiones o Muerte de Dos o Mas Personas smmlv 200.00 .00% $.00
Protección Patrimonial .00% $.00
Asistencia Integral Vial Pesos 1.00 .00% $.00
Asistencia jurídica en proceso penal .00% $.00
Lesiones .00% $.00
Homicidio .00% $.00
RUNT .00% $2,500.00



DIRECCIÓN

SEGURO

FACTURAPÓLIZA

INFORMACIÓN GENERAL

FECHA DE IMPRESIÓN

MM HASTA MM
DESDE

VIGENCIA DE LA PÓLIZAFECHA DE EXPEDICIÓN
DD
DD DDDD

DATOS GENERALES
HORA
HORA

AAAA MM
MM

AAAA
AAAA

AAAA

TOMADOR

COD. PRODUCTO
COD. AGENCIA
AGENCIA

PRODUCTO
CERTIFICADO DOCUMENTO

DIRECCIÓN
TEL:

E-MAIL TEL/MOVIL
NIT/CC

TEXTOS Y/O OBSERVACIONES DE LA PÓLIZA

FIRMA AUTORIZADA
LA EQUIDAD SEGUROS O.C.

FIRMA TOMADOR APRECIADO CLIENTE PARA MAYOR INFORMACIÓN DEL PRODUCTO CONTRATADO
CONSULTE NUESTRA PÁGINA WEB WWW.LAEQUIDADSEGUROS.COOP

Línea Segura 018000919538
#324
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RCE SERVICIO PUBL

AA016815 AA120829

RCE SERVICIO PUBL

DELEGADA INTEGRA

218 Nuevo 7421444

Con. Cuota a 30, 60 y 90 Dias

CALLE 96 # 45A 31

AA118130

27 05 2021 27 05 2021 24:00
15 02 2022 24:00

26 04 2022

COOMOFU LTDA

GERENCIA@COOMOFU.COM

860517391

CARRERA 14 N°14-31 0318340358

ESTA PÓLIZA SE RIGE POR LAS CONDICIONES GENERALES CONTENIDAS EN LA FORMA 15062015-1501-P-06-0000000000000116.

AMPAROS

- Daños a bienes de terceros: Daños físicos causados a bienes de terceros.

- Muerte o lesiones a una persona: Daños corporales causados a una persona.

- Muerte o lesiones a dos o más personas: Daños corporales causados a las personas

- Daños a bienes de terceros 100 SMMLV

- Muerte o lesiones a una persona 100 SMMLV

- Muerte o lesiones a dos o más personas 200 SMMLV

Costos del proceso civil contra el asegurado: Cubre los costos del proceso civil que la víctima o sus causahabientes promuevan
contra el asegurado.
Gastos de asistencia jurídica Penal
Extensión de cobertura.
Amparo patrimonial
Perjuicios morales (Daño Moral) condicionado a sentencia judicial
Lucro cesante

OBJETIVO

Indemnizar las pérdidas económicas provenientes de lesiones corporales y/o daños materiales causados a terceras personas
conforme lo previsto en los decretos 170, 171 y 172 de 2001, cobertura otorgada a servicio de transporte de pasajeros.

TARIFAS CAPA BASICA 100 SMMLV.

TIPO                  TARIFA ( IVA INCLUIDO)                RUNT
BUS BUSETA ESPECIAL           $1'411.593                    $2.500
CAMIONETA INTERMUNICIPAL     $522.735                    $2.500
CAMIONETA ESPECIAL           $508.945                    $2.500
CAMPERO ESPECIAL              $522.222                    $2.500
CAMPERO INTERMUNICIPAL        $1'404.944                    $2.500
MICROBUS ESPECIAL             $600.488                    $2.500
MICROBUS INTERMUNICIPAL       $855.611                    $2.500
TAXI URBANO                 $812.761                    $2.500
TAXI INTERMUNICIPAL           $522.735                    $2.500
TAXI ESPECIAL                 $522.222                   $2.500

NOTA: TARIFAS INCLUYEN IVA. NO INCLUYEN RUNT.



PÓLIZA DE AUTOMÓVILES PARA VEHÍCULOS 
DE SERVICIO PÚBLICO
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
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PÓLIZA DE AUTOMÓVILES PARA VEHÍCULOS DE 
SERVICIO PÚBLICO

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL

CONDICIONES GENERALES

1.	 AMPAROS

LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES ORGANISMO 
COOPERATIVO , QUE EN ADELANTE SE LLAMARÁ LA 
EQUIDAD, CON SUJECIÓN A LAS CONDICIONES DE 
LA PRESENTE PÓLIZA, INDEMNIZARÁ HASTA POR LA 
SUMA ASEGURADA ESTIPULADA EN LA CARÁTULA 
DE LA PÓLIZA O EN SUS ANEXOS, LOS PERJUICIOS 
MATERIALES CAUSADOS A TERCEROS, DERIVADOS DE LA 
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL EN QUE 
INCURRA EL ASEGURADO DE ACUERDO A LA LEGISLACIÓN 
COLOMBIANA, POR LESIÓN,  MUERTE O DAÑOS A BIENES 
DE TERCEROS, OCASIONADOS A TRAVÉS DEL VEHÍCULO 
AMPARADO, SIEMPRE QUE SE LE DEMUESTREN AL 
ASEGURADO JUDICIALMENTE COMO CONSECUENCIA 
DE SUS ACCIONES U OMISIONES, DE ACUERDO CON LOS 
RIESGOS ASUMIDOS POR LA EQUIDAD Y DEFINIDOS EN 
ESTA PÓLIZA O EN SUS ANEXOS.

LA PÓLIZA TIENE COMO OBJETO EL RESARCIMIENTO A 
LA VÍCTIMA LA CUAL SE CONSTITUYE EN BENEFICIARIO 
DE LA INDEMNIZACIÓN, SIN PERJUICIO DE LAS 
PRESTACIONES QUE SE LE RECONOZCAN AL ASEGURADO.

1.1.	 RIESGOS AMPARADOS

1.1.1.	 DAÑOS FÍSICOS CAUSADOS A BIENES DE 
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TERCEROS.

1.1.2.	  DAÑOS CORPORALES CAUSADOS A LAS PERSONAS.

1.1.3.	 COSTAS DEL PROCESO CIVIL QUE LA VICTIMA 
O SUS CAUSAHABIENTES PROMUEVAN CONTRA EL 
ASEGURADO, SIEMPRE QUE SEAN LIQUIDADOS Y 
DECRETADOS A CARGO DEL ASEGURADO POR EL JUEZ 
DENTRO DEL RESPECTIVO PROCESO.

1.1.4.	   ASISTENCIA JURÍDICA AL ASEGURADO QUE SE 
PRESTARÁ A TRAVÉS DEL  APODERADO DESIGNADO 
POR LA ASEGURADORA PARA LA DEFENSA DEL MISMO 
ANTE LA JURISDICCIÓN PENAL, CIVIL O INCIDENTE 
DE REPARACIÓN INTEGRAL, QUE SE INICIE COMO 
CONSECUENCIA DIRECTA Y EXCLUSIVA DE LESIONES 
CULPOSAS, HOMICIDO CULPOSO Y DAÑOS EN ACCIDENTE 
DE TRÁNSITO, CAUSADO POR EL ASEGURADO CON EL 
VEHÍCULO DESCRITO EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA,   
INCLUYENDO GESTIONES TENDIENTES A LA DEVOLUCIÓN 
DEL AUTOMOTOR.

1.1.5.	 LUCRO CESANTE 

2. 	 EXCLUSIONES

LA EQUIDAD QUEDARÁ EXONERADA DE TODA 
RESPONSABILIDAD BAJO EL PRESENTE AMPARO CUANDO 
SE PRESENTE UNA O VARIAS DE LAS SIGUIENTES 
CAUSALES:

2.1.	 MUERTE O LESIONES A OCUPANTES DEL VEHÍCULO 
ASEGURADO.
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2.2.	 MUERTE, LESIONES O DAÑOS CAUSADOS POR LA 
CARGA TRANSPORTADA CUANDO EL VEHÍCULO NO SE 
ENCUENTRE EN MOVIMIENTO.

2.3.	 MUERTE O LESIONES A PERSONAS QUE EN 
EL MOMENTO DEL ACCIDENTE SE ENCONTRAREN 
REPARANDO O ATENDIENDO AL MANTENIMIENTO O 
SERVICIO DEL VEHÍCULO ASEGURADO. ASÍ MISMO SE 
EXCLUIRÁN LOS PERJUICIOS CAUSADOS A TERCEROS 
CUANDO EL VEHÍCULO SE ENCUENTRE BAJO LA 
CUSTODIA DE UN TALLER.

2.4.	 LESIONES O MUERTE CAUSADAS AL CÓNYUGE, 
AL COMPAÑERO PERMANENTE O A LOS PARIENTES DEL 
ASEGURADO POR CONSANGUINIDAD O AFINIDAD HASTA 
EL SEGUNDO GRADO INCLUSIVE Y PRIMERO CIVIL, DEL 
ASEGURADO, TOMADOR O CONDUCTOR AUTORIZADO.

2.5.	 CUANDO EXISTA DOLO O CULPA GRAVE DEL 
CONDUCTOR, TOMADOR, ASEGURADO O BENEFICIARIO.

2.6.	 ESTADO DE EMBRIAGUEZ O BAJO EL INFLUJO DE 
DROGAS TOXICAS, HEROICAS O ALUCINÓGENAS DEL 
CONDUCTOR DEL VEHÍCULO ASEGURADO.

2.7.	 CUANDO EL CONDUCTOR DESATIENDA SEÑALES 
REGLAMENTARIAS DE TRÁNSITO, CAREZCA DE LICENCIA 
VIGENTE O DE CATEGORÍA PARA CONDUCIR EL VEHÍCULO 
ASEGURADO.

2.8.	 DAÑOS CAUSADOS CON EL VEHÍCULO A LAS 
COSAS TRANSPORTADAS EN EL.

2.9.	 DAÑOS A BIENES SOBRE LOS CUALES EL 
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ASEGURADO, SU CÓNYUGE O SUS PARIENTES POR 
CONSANGUINIDAD O AFINIDAD HASTA EL SEGUNDO 
GRADO INCLUSIVE, TENGA LA PROPIEDAD, POSESIÓN O 
TENENCIA.  

2.10.	 DAÑOS A PUENTES, CARRETERAS, CAMINOS 
VIADUCTOS O BALANZAS DE PESAR VEHÍCULOS, 
CAUSADOS POR VIBRACIÓN, PESO ALTURA O ANCHURA 
DEL VEHÍCULO.

2.11.	 LA CONDUCCIÓN DEL VEHÍCULO ASEGURADO 
POR PERSONAS NO AUTORIZADAS POR EL ASEGURADO, 
INCLUSIVE CUANDO ESTA CONDUCCION SE REALICE 
CON OCASIÓN DE UNA APROPIACION INDEBIDA  O POR 
HURTO.

2.12.	 CUANDO EL VEHÍCULO SE ENCUENTRE CON 
SOBRECUPO, TANTO DE CARGA COMO DE PASAJEROS O 
SE EMPLEE PARA USO DISTINTO DEL ESTIPULADO EN LA 
PÓLIZA; O  SE DESTINE A LA ENSEÑANZA DE CONDUCCIÓN 
O PARTICIPE EN COMPETENCIA O ENTRENAMIENTO 
AUTOMOVILÍSTICO DE CUALQUIER ÍNDOLE, O 
CUANDO EL VEHÍCULO ASEGURADO (EXCEPTO GRÚAS 
REMOLCADORAS  O  TRACTOMULAS) REMOLQUEN A 
OTRO VEHÍCULO, CON O SIN FUERZA PROPIA.

2.13.	 CUANDO EL VEHÍCULO ASEGURADO SEA 
DADO EN ALQUILER, O TRANSPORTE MERCANCÍAS 
AZAROSAS, INFLAMABLES O EXPLOSIVAS SIN LA PREVIA 
NOTIFICACIÓN Y LA CORRESPONDIENTE AUTORIZACIÓN 
DE LA EQUIDAD, Y CUANDO ESTA SEA LA CAUSA DEL 
SINIESTRO.

2.14.	 CUANDO EL VEHÍCULO ASEGURADO SEA USADO O 
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APREHENDIDO POR CUALQUIER ACTO DE AUTORIDAD, O 
SEA EMBARGADO, SECUESTRADO O DECOMISADO.

2.15.	 CUANDO EL SINIESTRO SEA CONSECUENCIA DE UN 
ABUSO DE CONFIANZA, DE ACUERDO CON LA DEFINICIÓN 
LEGAL.

2.16.	 CUANDO EL DAÑO CAUSADO OCURRA POR FUERA 
DE LOS TERRITORIOS DE LAS REPÚBLICAS DE COLOMBIA, 
BOLIVIA, ECUADOR, PERÚ Y VENEZUELA.

2.17.	 TERREMOTO, TEMBLOR,  ERUPCIÓN VOLCÁNICA, 
MAREJADA, INUNDACIONES, CRECIENTES O 
MODIFICACIÓN DE LA ESTRUCTURA DE LOS ÁTOMOS.

2.18.	 GUERRA INTERIOR O EXTERIOR, REVOLUCIÓN, 
REBELIÓN, SEDICIÓN, ASONADA, MOTÍN.

2.19.	 CUANDO EL TOMADOR, ASEGURADO O 
CONDUCTOR SE DECLARE RESPONSABLE O EFECTÚE 
ARREGLOS TRANSACCIONES O CONCILIACIONES SIN 
CONSENTIMIENTO ESCRITO PREVIO DE LA  EQUIDAD.

2.20.	 EL SEGURO OTORGADO EN LA PRESENTE PÓLIZA 
ÚNICAMENTE CUBRE LOS RIESGOS EXPRESAMENTE 
SEÑALADOS EN EL NUMERAL 1.1. 

3.	 LÍMITE DE RESPONSABILIDAD DE LA 
ASEGURADORA

La suma asegurada señalada en la carátula, limita la responsabilidad 
de La Equidad así:
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3.1.	 El límite denominado daños a bienes de terceros es el valor 
máximo asegurado destinado a indemnizar las perdidas o daños a 
bienes materiales de terceros, con sujeción al deducible pactado.

3.2.	 El límite muerte o lesiones a una persona es el valor máximo 
asegurado destinado a indemnizar las lesiones o muerte de una sola 
persona.

3.3.	 El límite muerte o lesiones  a dos o mas personas es el valor 
máximo asegurado destinado a indemnizar la muerte o lesiones de 
varias personas pero sin exceder para cada una, en ningún caso  del 
limite para una sola persona indicado en el numeral anterior.

Los límites señalados en los numerales anteriores operan en exceso 
de los pagos efectuados por los amparos del seguro de daños 
corporales causados a las personas en accidente de tránsito (SOAT), 
y en exceso del valor que le sea reconocido por el sistema general de 
seguridad social en salud y el sistema general de riesgos laborales.

Parágrafo: Para los conceptos contemplados en el numeral 1.1.3. 
de la cláusula primera, La Equidad responderá aún en exceso de 
la suma asegurada, pero si los perjuicios ocasionados a terceros 
exceden el límite o límites asegurados, La Equidad solo responderá 
por dichos conceptos en proporción  a la cuota que le corresponda 
en la indemnización.

4.	 AMPARO DE ASISTENCIA JURÍDICA 

4.1.	 AMPARO DE ASISTENCIA JURÍDICA AL ASEGURADO 
PARA SU DEFENSA ANTE LA JURISDICCIÓN PENAL

La Equidad prestará al conductor del vehículo asegurado los 
servicios jurídicos de asistencia y representación en el proceso penal 
que se inicie como consecuencia directa y exclusiva de lesiones 
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personales o de homicidio en accidente de tránsito ocurrido durante 
la vigencia de la póliza, causados por el vehículo asegurado, descrito 
en la carátula de la póliza a personas que se encuentren fuera del 
mismo, con sujeción a lo siguiente:

a)	 Se entiende por conductor del vehículo asegurado cualquier 
persona que conduzca el vehículo amparado bajo la póliza con la 
autorización expresa del asegurado.

La asistencia jurídica será contratada directamente por LA 
ASEGURADORA, con profesionales del derecho que designe, no se 
reconocerá cobertura bajo este amparo si el asegurado y/o conductor 
lo contrata directamente sin previa autorización de la aseguradora, ni 
tratándose de apoderados de oficio. 

Los límites máximos de cobertura por etapa procesal son los 
siguientes: 

*Salario Mínimo Legal Diario Vigente para la fecha de ocurrencia 
del hecho que da base a la prestación jurídica penal.
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*Salario Mínimo Legal Diario Vigente para la fecha de ocurrencia 
del hecho que da base a la prestación jurídica penal.

Etapas Atendidas:

Reacción Inmediata: El Amparo de Gastos de Asistencia Jurídica 
se inicia desde el momento en que tiene ocurrencia el accidente de 
tránsito hasta antes de la Audiencia de Imputación (incluye trámite 
de devolución del vehículo, si este hubiere sido retenido).

Conciliación o Mediación: El Libro VI de la Ley 906 de 2004, 
artículos 518 a 527 ídem, consagran el programa de justicia 
restaurativa, definido como el proceso en el cual la víctima y el 
imputado, acusado o sentenciado participan conjuntamente en forma 
activa en la resolución de cuestiones derivadas del delito en busca 
de un resultado restaurativo, a través de los mecanismos tales como 
la conciliación extraprocesal y la mediación (artículo 521 ibídem).

Conciliación pre procesal: De conformidad con lo preceptuado en 
el artículo 522 de la Ley 906 de 2004, esta actuación ha de surtirse 
obligatoriamente antes del ejercicio de la Acción Penal en los delitos 
querellables, por su naturaleza de requisito de procedibilidad, 
pudiendo realizarse ante el Fiscal que corresponda o en un Centro de 
Conciliación o ante un Conciliador reconocido como tal.
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Mediación: Este mecanismo, por medio del cual un tercero neutral, 
particular o servidor público designado por el Fiscal General de la 
Nación o su delegado, conforme con el manual que se expida para la 
materia, trata de permitir el intercambio de opiniones entre víctima y 
el imputado o acusado para que confronten sus puntos de vista y, con 
su ayuda, logren solucionar el conflicto que les enfrenta (artículo 
523 ibídem). Procede desde la formulación de la imputación y 
hasta antes del inicio del juicio oral para los delitos perseguibles de 
oficio cuyo mínimo de pena no exceda de cinco (5) años de prisión, 
siempre y cuando el bien jurídico protegido no sobrepase la órbita 
personal del perjudicado, y la víctima, imputado o acusado acepten 
expresa y voluntariamente someter su caso a una solución de justicia 
restaurativa (artículo 524 ibídem).

Investigación: La etapa de investigación se da por iniciada una vez 
finaliza la Audiencia de Imputación y se extiende hasta la Audiencia 
de Formulación de la Acusación, solicitud de preclusión o aplicación 
del principio de oportunidad.

Juicio: Se da inicio a la etapa de juicio una vez concluida la Audiencia 
de Formulación de la Acusación y, para efectos de la póliza, ocupa 
también el desarrollo del Juicio Oral y la eventual apelación de la 
Sentencia.

Incidente de Reparación: Consagrado en los artículos 102 a 108 de 
la Ley 906 de 2004, procede una vez emitido el fallo que declara 
la responsabilidad penal del acusado y, previa solicitud expresa de 
la víctima, o del fiscal o del Ministerio Público a instancia de ella, 
con el propósito exclusivamente económico de indemnización. En 
esta etapa se incluyen las audiencias de conciliación que dentro del 
incidente se celebren.

De conformidad con lo contemplado en el artículo 108 ídem la 
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Aseguradora debe ser citada a la Audiencia de que trata el artículo 
103 ibídem con el fin de estudiar la viabilidad de proponer fórmulas 
de arreglo de acuerdo a la responsabilidad civil amparada en el 
contrato de seguros debidamente celebrado.

4.2.	 AMPARO DE ASISTENCIA JURÍDICA AL ASEGURADO 
PARA SU        DEFENSA ANTE LA JURISDICCIÓN CIVIL 

La Equidad prestará al conductor del vehículo asegurado los 
servicios jurídicos de  asistencia y representación dentro del proceso 
civil o administrativo, que se inicie en su contra como consecuencia 
directa y exclusiva de un accidente de tránsito ocurrido dentro de la 
vigencia de la póliza, en el que se haya visto involucrado el vehículo 
descrito en la carátula de la misma, cuando sea conducido por el 
asegurado o por la persona a quien él autorice. 

Sólo se prestará la asistencia jurídica para un solo proceso civil o 
administrativo, independiente de que sea iniciado contra el conductor 
o el asegurado.

Los límites máximos de cobertura por etapa procesal, son los 
siguientes:

*Salario Mínimo Legal Diario Vigente para la fecha de ocurrencia 
del hecho que da base a la prestación del servicio jurídico.
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*Salario Mínimo Legal Diario Vigente para la fecha de ocurrencia 
del hecho que da base a la prestación del servicio jurídico.

A continuación se describen las etapas dentro del proceso civil y/o 
administrativo:

a)	 Contestación de la Demanda: Comprende el pronunciamiento 
escrito del abogado frente a las pretensiones del demandante 
presentado ante el funcionario competente, acreditándose la 
actuación mediante copia del escrito con el sello de radicación por 
parte del despacho judicial.

b)	 Audiencia de Conciliación: Se refiere a la intervención 
del abogado en la audiencia que programe el juzgado con el fin 
de proponer la terminación del proceso mediante un acuerdo 
conciliatorio.

c)	 Alegatos de Conclusión: Es el escrito en virtud del cual el 
apoderado del conductor solicita que el proceso se falle de acuerdo 
con la mejor conveniencia. 

d) Sentencia de primera instancia: Es la providencia judicial que 
en primera instancia resuelve el litigio presentado. Se acredita con 
copia de la misma o el archivo multimedia equivalente.

e) Constancia de ejecutoria: se refiere al documento que da cuenta de 
la firmeza de la providencia. Se acredita con copia de la constancia y 
del trámite ante el superior jerárquico (luego del trámite de segunda 
instancia en caso de haberse surtido).
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La asistencia jurídica será contratada directamente por LA 
ASEGURADORA, con profesionales del derecho que designe, no se 
reconocerá cobertura bajo este amparo si el asegurado y/o conductor 
lo contrata directamente sin previa autorización de la aseguradora, ni 
tratándose de apoderados de oficio. 
    
La cobertura otorgada mediante el presente anexo, opera en forma 
independiente de los demás amparos. El reconocimiento de cualquier 
reembolso por este concepto no compromete de modo alguno la 
responsabilidad de La Equidad, ni debe entenderse como señal de 
aceptación de  la misma.

4.3.	 AMPARO DE ASISTENCIA JURÍDICA AL ASEGURADO 
PARA PROCESOS ADMINISTRATIVOS DE TRANSITO Y 
AUDIENCIAS DE CONCILIACION PREJUDICIALES

La Equidad prestará al conductor del vehículo asegurado los servicios 
jurídicos de asistencia y representación en las actuaciones que se 
desarrollen ante las autoridades de tránsito, o ante los centros de 
conciliación por causa de un accidente ocurrido durante la vigencia 
de la póliza. 

*Salario Mínimo Legal Diario Vigente para la fecha de ocurrencia 
del hecho que da base a la prestación del servicio jurídico.

5. 	 DISMINUCIÓN Y RESTABLECIMIENTO 
AUTOMÁTICO DE LA SUMA ASEGURADA.

La suma asegurada del amparo de Responsabilidad Civil 
Extracontractual se entenderá reducida desde el momento del 
siniestro en el importe de la indemnización pagada por La Equidad, 
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pero el valor asegurado se considerará inmediatamente restablecido 
con la obligación por parte del asegurado de pagar dentro del mes 
siguiente a la entrega del anexo de restablecimiento,  la prima 
liquidada a prorrata del monto restablecido desde el momento del 
siniestro hasta el vencimiento de la póliza.

6.	 EXTENSIÓN DE COBERTURAS

Por mutuo acuerdo entre el tomador y la aseguradora se podrán 
otorgar las siguientes coberturas adicionales, siempre que sean 
estipuladas en la carátula de la póliza:

6.1.     	 Amparo patrimonial: Ampara la responsabilidad civil 
extracontractual en que incurra el asegurado con sujeción a las 
condiciones de la presente póliza, cuando el conductor incurra en las 
causales de exclusión indicadas en los numérales 2.6 y 2.7 de estas  
condiciones. 

6.2.     	 Perjuicios Inmateriales: Se reconocerá el pago de los 
perjuicios  Inmateriales siempre y cuando se reconozcan a favor del 
tercero mediante Sentencia judicial debidamente ejecutoriada, junto 
con los demás perjuicios amparados, siempre que sea vinculada la 
aseguradora, bien sea porque fue demandada por el tercero, o porque 
el asegurado la llamó en garantía, los perjuicios son:

- Perjuicio moral; 
- Daños a bienes constitucionales y convencionales. 
- Daño a la salud (perjuicio fisiológico o biológico), derivado de una 
lesión corporal o psicofísica

7. 	 OBLIGACIONES DEL ASEGURADO EN CASO DE 
SINIESTRO

Al ocurrir cualquier accidente el asegurado o beneficiario deberá 
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dar aviso a La Equidad dentro del término de tres (3) días hábiles 
contados a partir de la fecha en que haya conocido o debido conocer 
la ocurrencia del siniestro. Igualmente debe dar aviso a La Equidad 
de toda demanda, procedimiento o diligencia, carta, reclamación, 
notificación, o citación que reciba dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la fecha en que tenga noticia que se relacione con 
cualquier acontecimiento que pueda dar lugar a reclamación de 
acuerdo con la presente póliza.

Acudir a las audiencias y demás diligencias a las que sea citado por 
cualquier autoridad y dar instrucciones al conductor para que asista.

Si el asegurado incumple cualquiera de estas obligaciones, La 
Equidad podrá deducir de la indemnización el valor de los perjuicios 
que le cause dicho incumplimiento.

8.	  PAGO DE INDEMNIZACIONES

La Equidad pagará la indemnización a que está obligada dentro del 
mes siguiente, contado a partir de la fecha en que el tomador, el 
asegurado o la víctima hayan demostrado la ocurrencia del siniestro 
y su cuantía según los términos del artículo 1077 del Código de 
Comercio.

Los pagos se realizarán por parte de  La Equidad siempre que exista 
responsabilidad del asegurado de acuerdo a la ley. 

En caso de que la reclamación o los documentos presentados para 
sustentarla fuesen en alguna forma fraudulentos, o si, en apoyo de 
ella se utilizaren medios o documentos engañosos o dolosos, o si 
el siniestro fuere causado voluntariamente por el asegurado o con 
su complicidad o por su culpa grave o inexcusable, se perderá todo 
derecho a indemnización bajo la presente póliza.
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9.	  DEDUCIBLE

El deducible determinado para cada amparo en la carátula de la póliza 
es el monto o porcentaje del daño indemnizable que invariablemente 
se deduce de esta y que, por tanto, la Equidad no está obligada a 
pagar dentro de la indemnización.

10.	 RENOVACIÓN

La presente póliza es renovable anualmente a voluntad de las partes 
contratantes.

11.	  TERMINACIÓN DEL SEGURO

Este terminará por las siguientes causas:

a. Por no pago de la prima.

b. A la terminación o revocación del contrato.

c. Al vencimiento de la póliza si esta no se renueva.

d. La enajenación del vehículo producirá automáticamente la 
extinción del contrato de seguro, salvo que subsista algún interés 
asegurable para el asegurado, caso en el cual el contrato continuará 
vigente en la medida necesaria para proteger tal interés, siempre y 
cuando se informe de esta circunstancia a La Equidad, dentro de los 
diez (10) días siguientes a la fecha de la transferencia. 

12.	  REVOCACIÓN UNILATERAL DE CONTRATO

El presente contrato se entenderá revocado en los siguientes casos:

12.1.	 Cuando el asegurado solicite por escrito la revocación a La 
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Equidad, en cuyo caso la prima devengada será liquidada según la 
tarifa de corto plazo.

12.2	  Diez (10) días hábiles después que La Equidad haya enviado 
aviso escrito al asegurado notificándole su voluntad de revocar el 
seguro o en el término previsto para el efecto en la carátula de esta 
póliza, siempre y cuando fuere superior.  En este caso, la aseguradora 
devolverá al asegurado, la parte de prima no devengada.

No obstante lo anterior, si la Republica de Colombia entrare 
en una guerra, declarada o no el plazo para la revocación será 
indefectiblemente de diez (10) días hábiles.

Parágrafo: La prima a corto plazo será equivalente a la prima a 
prorrata de la vigencia corrida, más un recargo de diez por ciento 
(10%) sobre la diferencia entre dicha prima a prorrata y la anual.

13.	 NOTIFICACIONES

La Equidad se reserva el derecho de inspeccionar los libros y 
documentos del tomador que se refieran al manejo de esta póliza

Cualquier aclaración que deban hacerse las partes para la ejecución 
de las estipulaciones anteriores, deberá consignarse por escrito y 
será prueba suficiente de la notificación, la constancia del envío del 
aviso escrito por correo recomendado dirigido a la última dirección 
registrada por las partes.

14.	 AUTORIZACIÓN, CONSULTA Y REPORTE A 
CENTRALES DE INFORMACIÓN.

El tomador y/o asegurado autorizan a Seguros La Equidad Organismo 



Cooperativo o a quien represente sus derechos para que con fines 
estadísticos, de control, supervisión y de información comercial a 
otras entidades, procese, reporte, conserve, consulte, suministre o 
actualice cualquier información de carácter financiero y comercial 
desde el momento de la solicitud de seguro a las centrales de 
información o bases de datos debidamente constituidas que estime 
conveniente en los términos y durante el tiempo que los sistemas de 
bases de datos, las normas y autoridades lo establezcan. 

15.	 PRESCRIPCIÓN Y DOMICILIO

La prescripción de las acciones derivadas de la presente póliza, se 
regirán de acuerdo a la ley.

Sin perjuicio de las disposiciones procesales para efectos relacionados 
con el presente contrato, se fija como domicilio de las partes la 
ciudad especificada en la  carátula de la póliza,  en la República de 
Colombia.
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Heilyn Bautista

De: Heilyn Bautista
Enviado el: martes, 26 de abril de 2022 7:16 p. m.
Para: gerencia@barretoymartinezabogados.com
Asunto: RE: NOTIFICACIÓN PERSONAL DEMANDA 110013103025-2022-00066-00 ART. 8 

DECRETO 806 DE 2020

Buenas tardes,  
 
Dr, se le pone de presente que dentro de los documentos remitidos no se encontraron los 
siguientes, los cuales le agradezco me los remita lo antes posible:  
 
5.1.4. Informe pericial de necropsia (05 folios)  
5.1.5. Acta de inspección técnica practicada al cadáver (05 folios)  
5.1.6. Epicrisis N° 673029 por parte del hospital san Rafael de Facatativá (05 folios) 
5.1.16. Inspección realizada a la bicicleta (08 folios) 5.1.17. Inspección realizada al vehículo 
de placas WOY653 (06 folios) 
5.1.23. Memorial mediante el cual se solicita a la fiscalía 02 seccional de Funza copia 
íntegra del expediente. 
 
Cordialmente,  
 
Heilyn Bautista Barrera | Abogada Dirección Legal Judicial 
(601-x) 5922929| Dirección Cra.9ª # 99-07 Piso 15 | Horario de atención: Lunes a Jueves 7:00 a.m. a 
1:00 pm y de 2:00 pm a 4:00 p.m. – Viernes 7:00 a.m. – 3:00 p.m. 
 
heilyn.bautista@laequidadseguros.coop  | www.laequidadseguros.coop | Ciudad – Colombia 

 
 
 Antes de imprimir, piense en su compromiso con el medio ambiente. 
  
NOTA CONFIDENCIAL: La información contenida en este correo y en sus anexos y/o archivos adjuntos, es confidencial y tiene carácter reservado. La misma es 
propiedad de La Equidad Seguros O.C. y está dirigida para conocimiento estricto de la persona o entidad destinataria(s), quien es (son) responsable(s) por su 
custodia y conservación. Si no es el receptor autorizado, cualquier retención, difusión, distribución o copia de este mensaje es prohibida y será sancionada por 
la ley. Si por error recibe este mensaje, favor reenviarlo y borrar el mensaje recibido inmediatamente. La compañía no es responsable por la transmisión de virus 
informáticos, ni por las opiniones expresadas en este mensaje, ya que estas son exclusivas del autor. 
 

De: Notificacionesjudicialeslaequidad <Notificacionesjudiciales.laequidad@laequidadseguros.coop>  
Enviado el: jueves, 24 de marzo de 2022 8:07 p. m. 
Para: Maria Diaz <Maria.Diaz@laequidadseguros.coop> 
CC: Heilyn Bautista <Heilyn.Bautista@laequidadseguros.coop> 
Asunto: RV: NOTIFICACIÓN PERSONAL DEMANDA 110013103025-2022-00066-00 ART. 8 DECRETO 806 DE 2020 
 
Alejandra, 
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Por favor asignar SGC a Heilyn. 
 
Luis Alberto Suarez Urrego | Director Legal Judicial 
((601) 5922929 Ext. 1121) Celular 318-4872906 
Carrera 9 A N° 99 – 07 Piso 14 | Horario de Atención: 8:00 a.m. – 5:00 p.m.  
 luis.suarez@laequidadseguros.coop | + www.laequidadseguros.coop|  
Bogotá - Colombia 

 
 
 Antes de imprimir, piense en su compromiso con el medio ambiente. 
  
NOTA CONFIDENCIAL: La información contenida en este correo y en sus anexos y/o archivos adjuntos, es confidencial y tiene carácter reservado. La misma es 
propiedad de La Equidad Seguros O.C. y está dirigida para conocimiento estricto de la persona o entidad destinataria(s), quien es (son) responsable(s) por su 
custodia y conservación. Si no es el receptor autorizado, cualquier retención, difusión, distribución o copia de este mensaje es prohibida y será sancionada por 
la ley. Si por error recibe este mensaje, favor reenviarlo y borrar el mensaje recibido inmediatamente. La compañía no es responsable por la transmisión de virus 
informáticos, ni por las opiniones expresadas en este mensaje, ya que estas son exclusivas del autor. 
 
 
 

De: GEISON IVAN BARRETO AVILA <correoseguro@e-entrega.co>  
Enviado el: miércoles, 23 de marzo de 2022 1:07 p. m. 
Para: Notificacionesjudicialeslaequidad <Notificacionesjudiciales.laequidad@laequidadseguros.coop> 
Asunto: NOTIFICACIÓN PERSONAL DEMANDA 110013103025-2022-00066-00 ART. 8 DECRETO 806 DE 2020 
 
 

 

Señor(a)   
 

LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES ORGANISMO 
COOPERATIVO.  
 

Reciba un cordial saludo: 

 

Usted ha recibido un correo electrónico seguro y certificado de parte de GEISON IVAN 

BARRETO AVILA, quien ha depositado su confianza en el servicio de correo 

electrónico certificado de e-entrega para hacer efectiva y oportuna la entrega de la 

presente notificación electrónica.   

 

Con la recepción del presente mensaje de datos se entiende que el destinatario ha sido 

notificado para todos los efectos según las normas aplicables vigentes, especialmente 

los artículos 12 y 20 la Ley 527 de 1999 y sus normas reglamentarias.  

 

Nota: Para leer el contenido del mensaje recibido, usted debe hacer click en el enlace 

que se muestra a continuación:  
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Ver contenido del correo electrónico 

Enviado por GEISON IVAN BARRETO AVILA  

 

Correo seguro y certificado.  

Copyright © 2022  

Servientrega S. A..  

Todos los derechos reservados.  

¿No desea recibir más correos certificados?  

 

IMPORTANTE: Por favor no responder este mensaje, este servicio es únicamente para notificación 

electrónica.  
 

 

























































































































































































 
 
Señor(a) 
JUZGADO 25 CIVIL  DEL CIRCUITO DE BOGOTA 
C.E.: ccto25bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.          S.        H.          D.  
 

REF:  PROCESO No. 110013103025-2022-00066-00 
          DECLARATIVO  DE RESPONSABILIDAD CIVIL DE YHON SEBASTIAN 

GONZALEZ RUA Y OTROS  CONTRA COOMOFU LTDA Y OTROS 

 
BELISARIO ADOLFO MATTOS RODRIGUEZ, mayor de edad, domiciliado en 

Bogotá, identificado como aparece al pie de mí correspondiente firma, obrando en 
calidad de Apoderado Judicial de la COOPERATIVA DE M OTORISTAS DE 
MOSQUERA Y FUNZA COOMOFU LTDA., con Nit. 860517391-5 con domicilio 
principal en Funza – Cundinamara, parte demandada dentro del proceso de la 
referencia, conforme al poder otorgado, por su Representante Legal GABRIEL 
ENRIQUE ROSA QUIÑONEZ, también mayor de edad, domiciliado en Bogotá, tal y 
como consta en el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por 
la Cámara de Comercio de Bogotá que obra en el proceso y además adjunto, 
respetuosamente, me dirijo a su Despacho, dentro del término legal conferido para 
ello, me permito presentar CONTESTACION DE DEMANDA en los siguiente 
términos:  
 

A LOS HECHOS 
 
 
AL PRIMERO: No me consta. 
 
AL  SEGUNDO: No me consta y es un hecho que deberá probar. 
 
AL TERCERO: No me consta y deberá probar.  
 
AL QUINTO: No me consta, y mi representada no ha sido vinculada a ninguna 
investigación penal.   
 
AL SEXTO: Es cierto.  
 
AL SEPTIMO: Es cierto.  
 
AL OCTAVO: Es cierto.  
 
AL NOVENO: No me consta.  
 
AL DECIMO: Es cierto, así se desprende del informe policial de accidentes de 
tránsito aportado con la demanda.  



AL DECIMO PRIMERO: No es cierto frente a la asunción de responsabilidad que 
se pretende derivar de la codificación realizada por el agente de tránsito. Y para ello 
es fundamental la allí aludida Resolución 0011268 del 6 de diciembre de 2012, 
expedida por el Ministerio de Transporte “Por la cual se adopta el nuevo Informe 
Policial de Accidentes de Tránsito (IPAT), su manual de diligenciamiento y se dictan 
otras disposiciones”, la cual en su CAPÍTULO V, CAMPO 11: HIPÓTESIS DEL 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO, se dirige al agente de tránsito de la siguiente manera 
:         
 
“Recuerde que la hipótesis indicada no implica responsabilidades para los 
conductores, sino que expresan las acciones generadoras o intervinientes en la 
evolución física de un accidente, debidamente fundamentadas mediante la 
objetividad y el análisis técnico-científico de los elementos materiales de prueba y 
evidencia física encontrada en el lugar de los hechos” 
 
Lo anterior, es de suma importancia teniendo en cuenta que el agente de tránsito 
no es un testigo presencial de los hechos, sino que llega a los mismos, mucho 
tiempo después de ocurridos y su labor consiste en diagramar los vehículos en el 
bosquejo topográfico, de acuerdo con su posición final, situación que puede ser 
fidedigna con la ocurrencia del siniestro o por el contrario estar muy alejada de los 
supuestos fácticos del mismo o incluso estar contaminada por la alteración del 
escenario en el cual va a cumplir sus funciones. 
 
AL DECIMO SEGUNGO: Es cierto, pero aclaro que de conformidad con lo 
establecido en la misma resolución le señala al agente de tránsito que “Recuerde 
que la hipótesis indicada no implica responsabilidades para los conductores, sino 
que expresan las acciones generadoras o intervinientes en la evolución física de un 
accidente, debidamente fundamentadas mediante la objetividad y el análisis 
técnico-científico de los elementos materiales de prueba y evidencia física 
encontrada en el lugar de los hechos”. De otra parte el exceso de velocidad que 
alega el demandante por parte del conductor del vehículo debe ser probado no 
basta la afirmación de la hipótesis del accidente toda vez que resulta claro que el 
agente de tránsito no tiene la calidad de perito y tal hipótesis no se encuentra 
soportada con dictamen alguno que demuestre lo afirmado. 
 
AL DECIMO TERCERO. No es cierto, COOMOFU no fue interviniente ni parte, en 
la elaboración del informe policial de accidentes de tránsito, tampoco le consta la 
forma como ocurrieron los hechos por ello no puede objetar como menciona el 
demandante dicho informe y de otra parte la ley no señala ningún trámite de 
objeción para los informes de accidente por ello no puede aseverar el demandante 
que los demandados no objetaron el citado informe. 
 
AL DECIMO CUARTO. No me consta, además esta afirmación no es un hecho 
corresponde a una calificación jurídica.  
 
AL DECIMO QUINTO. No me consta.  
 



AL DECIMO SEXTO. No me consta y deberá probarlo.  
 
AL DECIMO SEPTIMO. No me consta y deberá probarlo.  
 
AL DECIMO OCTAVO. No es un hecho es una apreciación jurídica, que debe ser 
probada y declarada por el juez.  
 
AL DECIMO NOVENO. No es cierto, de acuerdo con el informe de accidente y los 
hechos acá narrados la víctima se desplazaba en una bicicleta, el hecho ocurrió en 
horas de la noche, y la víctima no portaba indumentaria reflectiva como tampoco la 
bicicleta evidencia reflector o luz alguna que permitiera advertir su presencia en una 
vía de orden nacional.  
  
 

A LAS PRETENSIONES 

 
Me opongo totalmente a las pretensiones de la demanda por carecer de fundamento 
fáctico y jurídico sobre la responsabilidad de mí representada, y por adolecer de 
varias consideraciones y para enervarlas propongo las siguientes excepciones de 
mérito o de fondo: 
 

EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 
 
PRIMERA: INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL EN CABEZA DE COOMOFU LTDA. 
 
 
La norma que regula el transporte público individual de pasajeros en vehículos tipo 
taxi, es el Decreto 172 de 2001, compilado por el Gobierno Nacional en el Decreto 
1079 de 2015, “por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Transporte” en idéntico sentido, normatividad que establece en su Capítulo 
3, Artículo 2.2.1.3.1., y subsiguientes, la forma en la que se debe prestar el servicio 
público de transporte de pasajeros en vehículos tipo taxi, a través del instrumento 
jurídico denominado contrato de vinculación, el cual es descrito por la citada norma 
de la siguiente manera: 
 
Artículo 2.2.1.3.6.3. Contrato de vinculación. El contrato de vinculación del equipo 
se regirá por las normas del derecho privado debiendo contener como mínimo:  
Obligaciones, derechos y prohibiciones de cada una de las partes. 
1. Término del contrato, el cual no podrá ser superior a un (1) año. 
2. Causales de terminación y preavisos requeridos para ello, así como aquellas 
condiciones especiales que permitan definir la existencia de prórrogas automáticas. 
3. Ítems que conformarán los cobros y pagos a que se comprometen las partes 
y su periodicidad. De acuerdo con ésta, la empresa expedirá al propietario del 
vehículo un extracto, sin costo alguno, que contenga en forma discriminada los 
rubros y montos cobrados y pagados por cada concepto. 



Los vehículos que sean de propiedad de la empresa habilitada, se entenderán 
vinculados a la misma, sin que para ello sea necesario la celebración de un contrato 
de vinculación. 
Cuando el vehículo haya sido adquirido mediante arrendamiento financiero -leasing-
, el contrato de vinculación los suscribirá el poseedor o locatario, previa autorización 
del representante legal de la sociedad de leasing. (Decreto 172 de 2001, artículo 
28). 
 
Lo anterior, cobra vital importancia teniendo en cuenta las diferentes clases de 
contratos de vinculación de acuerdo con el Concepto 1740 del 18 de mayo de 2006, 
emitido por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Honorable Consejo de Estado, 
con Consejero Ponente: Gustavo Aponte Santos, en el cual se lo siguiente: 
 
“De otra parte, la Sala hace notar que la posibilidad de vincular vehículos, no sólo 
se contempla en las disposiciones legales especiales en materia de transporte como 
lo es la Ley 336, sino en el Código de Comercio artículo 983 donde prevé que si las 
empresas de servicio público "no prestan el servicio en vehículos de su propiedad, 
celebrarán con los dueños de estos el respectivo contrato de vinculación, conforme 
a las normas reglamentarias del transporte. "De igual manera, en el artículo 991 
sobre responsabilidad solidaria sugiere la hipótesis del contrato de arrendamiento 
de vehículos: 
"Artículo 991. Cuando la empresa de servicio público no sea propietaria o 
arrendataria del vehículo en que se efectúa el transporte, o no tenga a otro título el 
control efectivo de dicho vehículo. El propietario de éste, la empresa que contrata y 
la que conduzca, responderán solidariamente del cumplimiento de las obligaciones 
que surjan del contrato de transporte. 
La empresa tiene el control efectivo del vehículo cuando lo administra con facultad 
de utilizarlo y designar el personal que opera, directamente y sin intervención del 
propietario. (Artículo modificado, por el Decreto Ley 01/90, art. 9°) (Resalta la Sala).” 
(…) 
“En este orden de ideas, puede afirmarse que las formas de vinculación que admite 
el ordenamiento legal y reglamentario del transporte, caben todos aquellos 
contratos previstos en las legislaciones civil, comercial, financiera, de transporte 
etc., entre las cuales son de usual utilización las siguientes modalidades: 
*Contrato de vinculación con administración; 
*Contrato de vinculación sin administración; 
*Contrato de arrendamiento simple; 
*Contrato de leasing o arrendamiento financiero11, esto es, con opción de compra; 
*Contrato de arrendamiento operativo o renting; es decir, sin opción de compra; 
*Contratos atípicos que prevean la tenencia, posesión o disposición de uso del 
vehículo en 
cabeza de la empresa transportadora.” 
Llegados a este punto, tenemos que el 13 de octubre de 2021, que DIANA 
ELIZABETH TRIANA PEÑUELA, suscribió con mi representada el “Contrato de 
vinculación”,  no se trata de una administración de vehículo automotor tipo taxi. 
 



La administración guarda y custodia del automotor tipo taxi recae en cabeza del 
propietario del mismo, el conductor del mismo automotor se encuentra asignado y 
por cuenta de manera independiente a cargo del propietario del automotor, ya que 
estos vehículos no prestar servicio sometido a cubrimiento de rutas y horarios por 
ello la Cooperativa COOMOFU LTDA no ejerce un control directo sobre dichos 
vehículo teniendo en cuenta la modalidad en que presta su servicio. 
 
SEGUNDA: INEXISTENCIA DE LA RESPONSABILIDAD DERIVADA DE LA 
AUSENCIA DE GUARDA Y CONTROL DEL AUTOMOTOR DE PLACA WOY653  

 
Con base en lo anterior, está claro que tanto la contratación de los conductores, así 
como la administración, explotación y control efectivo, del vehículo tipo taxi de placa 
WOY653, desde el 13 DE OCTUBRE DE 2021 y a la fecha, se encontraba y se 
encuentra en cabeza única y exclusiva de la propietaria del citado rodante y es la 
persona que explota comercialmente el vehículo tipo taxi y percibe la totalidad de 
los ingresos que este genera, derivados de la prestación del servicio público de 
transporte individual de pasajeros, sin que la empresa, participe, perciba o recaude 
suma alguna derivada de tal actividad. 
La empresa vinculadora, COOMOFU LTDA, no se beneficia en porcentaje alguno 
de la explotación económica de los vehículos tipo taxis, solo cumple con sus 
obligaciones administrativas por lo cual recibe, a manera de contraprestación una 
suma mensual fija denominada pago de rodamiento, pactada en el contrato de 
vinculación.  
Adicionalmente, las normas que regulan el transporte público individual de 
pasajeros en vehículos tipo taxi, establece que esta clase de transporte público no 
está sujeta a despachos, ni a rutas, ni a horarios y que el destino lo fija el usuario, y 
que el producto de la prestación del servicio público lo percibe única y 
exclusivamente el propietario del vehículo a través del conductor que para tal fin 
contrata, presupuesto fáctico y comercial de vital importancia a la hora de dilucidar 
y dirimir la presente controversia. Así está consagrado en el Decreto 172, hoy 
Decreto 1079 de 2015: 
 
“T I T U L O I. PARTE GENERAL. CAPITULO I. OBJETO Y PRINCIPIOS. 
ARTÍCULO 1o. OBJETO Y PRINCIPIOS. El presente decreto tiene como objeto 
reglamentar la habilitación de las empresas de Transporte Público Terrestre 
Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi y la prestación por parte de 
éstas de un servicio eficiente, seguro, oportuno y económico, bajo los criterios 
básicos de cumplimiento de los principios rectores del transporte, como el de la libre 
competencia y el de la iniciativa privada, a los cuales solamente se aplicarán las 
restricciones establecidas por la ley y los Convenios Internacionales. 
“CAPITULO II. AMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES. 
ARTÍCULO 2o. AMBITO DE APLICACIÓN. Las disposiciones contenidas en el 
presente decreto se aplicarán integralmente a la modalidad de Transporte Público 
Terrestre Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi, en todo el territorio 
nacional, de acuerdo con los lineamientos establecidos en la Leyes 105 de 1993, y 
336 de 1996. 



ARTÍCULO 3o. ACTIVIDAD TRANSPORTADORA. De conformidad con el artículo 
6o. de la Ley 
336  de  1996  se  entiende  por  actividad  transportadora,  un  conjunto  organizado  
de operaciones tendientes a ejecutar el traslado de personas o cosas, separada o 
conjuntamente, de un lugar a otro, utilizando vehículos, en uno o varios modos, de 
conformidad con las autorizaciones expedidas por las autoridades competentes, 
basadas en los reglamentos del Gobierno Nacional. 
ARTÍCULO 4o. TRANSPORTE PÚBLICO. De conformidad con el artículo 3o. de la 
Ley 105 de 1993, el transporte público es una industria encaminada a garantizar la 
movilización de personas o cosas, por medio de vehículos apropiados, en 
condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de los usuarios y sujeto a 
una contraprestación económica. 
ARTÍCULO 5. TRANSPORTE PRIVADO. De acuerdo con el artículo 5o. de la Ley 
336 de 1995, el transporte privado es aquel que tiende a satisfacer necesidades de 
movilización de personas o cosas dentro del ámbito de las actividades exclusivas 
de las personas naturales o jurídicas. Cuando no se utilicen equipos propios, la 
contratación del servicio de transporte deberá realizarse con empresas de 
transporte público legalmente constituidas y debidamente habilitadas. 
ARTÍCULO 6o. SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE TERRESTRE 
AUTOMOTOR EN 
VEHÍCULOS TAXI. El Transporte Público Terrestre Automotor Individual de 
Pasajeros en vehículos taxi es aquel que se presta bajo la responsabilidad de una 
empresa de transporte legalmente constituida y debidamente habilitada en esta 
modalidad, en forma individual, sin sujeción a rutas ni horarios, donde el usuario fija 
el lugar o sitio de destino. El recorrido será establecido libremente por las partes 
contratantes.”1 
 
1      Decreto 1079 “CAPÍTULO 3. Servicio Público de Transporte Terrestre 
Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi.  
 
 
Los artículos transcritos, compilados en el Decreto 1079 de 2015, compilatorio del 
sector transporte, resultan suficientes para retirar la responsabilidad que se le 
pretende endilgar a COOMOFU LTDA,  pues está claro que esta no tenía ni tiene la 
guarda de la actividad peligrosa desarrollada con el vehículo involucrado, así como 
tampoco la administración, vigilancia, control y menos el usufructo, circunstancias 
de hecho que hacen imposible radicar cualquier tipo de responsabilidad civil 
extracontractual. 
 
Pero no es solo una apreciación nuestra, es un asunto que ha sido tratado 
ampliamente tanto por la doctrina así como por la jurisdicción ordinaria, frente al 
control efectivo y la posibilidad o imposibilidad de impedir la causación de daños, 
derivados del ejercicio de una actividad peligrosa, como título de imputación de 
responsabilidad civil, tanto contractual como extracontractual, tal y como se estudió 
por la Honorable Corte Suprema de Justicia - Sala de casación civil, con Ponencia 
del Magistrado ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ, dentro del expediente Ref.: 
54001-3103-002-2004-00270-01, providencia del 16 de diciembre de 2010. 



 
“Descendiendo a las particularidades del presente caso, es ostensible que pese a 
aparecer acreditado el hecho de la afiliación del automotor accidentado a la 
empresa de transportes demandada, no figuran demostradas las específicas 
condiciones de tal afiliación y que, por ende, se carece de elementos de juicio que 
sirvan para establecer si, mediante ese convenio, el señor Villamizar Ortega trasladó 
o no completamente el control efectivo del vehículo a la sociedad Transguasimales 
S.A. Por ello, se torna necesario evaluar uno y otro supuesto. 
 
Sobre lo primero, esto es, si como consecuencia del referido contrato de afiliación 
el señor William Villamizar Ortega dejó en manos de la sociedad transportadora toda 
la operación que habría de realizarse con el automotor de su propiedad, es evidente 
que aquél, al haberse despojado por completo del poder de dirección sobre el 
vehículo y sobre la actividad con él realizada, no estaría llamado a responder, a 
ningún título, por los efectos perjudiciales que con su funcionamiento se hubieren 
producido. 
 
Empero, si no obstante haber afiliado el vehículo a la tantas veces mencionada 
empresa transportadora, el citado propietario hubiese reservado para sí, total o 
parcialmente, su control efectivo, se impone concluir, en los términos del ya trascrito 
artículo 991 del Código de Comercio, que él estaría llamado a responder pero por 
el incumplimiento de los deberes contractuales, mas no en forma extracontractual. 
 
Precisamente la Corte, en la sentencia del 26 de julio de 2003 atrás citada, dictada 
en un proceso en el cual se demandó también al propietario del bus en el que 
viajaba, como pasajera, la víctima demandante, consideró que “la condena debe 
imponerse de manera solidaria  en  contra  de  los  demandados,  en  los  términos  
del  artículo  991  del  Código  de Comercio, porque se encuentra probado que el 
contrato de transporte se celebró entre el demandante y la sociedad 
TRANSPORTES RAPIDO TOLIMA S. A., como en otra parte quedó explicado, para 
cuya ejecución se utilizó un vehículo a la misma empresa afiliado, el cual era de 
propiedad de ALFONSO PARRA PEREZ… Por supuesto que el propietario del 
vehículo debe responder en la forma dicha, porque no acreditó que su control 
efectivo estaba en cabeza de la empresa de transporte, conforme lo exige el artículo 
citado. El contrato de administración que a instancia del demandante aportó la parte 
demandada (…), no desvirtúa lo dicho, porque la vinculación del vehículo fue 
simplemente ‘a la organización administrativa de la EMPRESA’ (cláusula tercera), 
siendo de cargo del propietario contratista el ‘nombramiento del conductor’ (cláusula 
octava), a la vez beneficiario de la explotación, previas las deducciones que 
discriminadas corresponden a la empresa de transporte (comisiones, servicios, 
salarios de los conductores que contrate, en fin [cláusulas octava, once, doce y 
trece, entre otras]) (Cas. Civ., sentencia del 26 de junio de 2003, expediente No. C-
5906). 
 
Corolario de lo expuesto es que el demandado señor William Villamizar Ortega, en 
su condición de propietario del automotor accidentado, en el supuesto de haber 
trasladado completamente el control del mismo a Transguasimales S.A., por esa 



sola circunstancia, no estaría llamado a responder, a ningún título, por los daños 
que, con ocasión de la operación del vehículo, se causaron al aquí demandante; y 
en el evento de que ello no haya sido así, esto es, si en el momento del accidente 
investigado él conservaba algún grado de control o dirección en la explotación 
económica del referido aparato, tampoco podría responder extracontractualmente 
en frente del actor, pues de conformidad con el expreso mandato del artículo  991  
del  Código  de  Comercio  su  responsabilidad  solidaria  tendría  por  causa  el 
incumplimiento por parte de la transportadora de sus deberes contractuales.” 
 
Doctrinariamente el asunto ha sido tratado por el Dr. JAVIER TAMAYO 
JARAMILLO, en su obra, “DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL – TOMO II – De la 
responsabilidad extracontractual”, Editorial Temis, Año 1999, Página 301, se ocupó 
de “2. La responsabilidad de la empresa a la cual está afiliado el vehículo 
transportador” de la siguiente manera: 
“En efecto, de un lado, es violentar el principio del efecto relativo de los contratos y 
del otro, regresar al concepto de la guarda jurídica, el pensar que el simple hecho 
de tener un automotor afiliado o vinculado a una empresa de transporte, hace a esta 
automáticamente responsable de los daños causados por el automotor así no tenga 
el poder de dirección y control del aparato. Uno entiende que si la empresa afiliadora 
celebra los contratos de transporte o tiene bajo su dirección y órdenes al conductor 
del vehículo, o controla sus rutas y su mantenimiento, se le tenga como deudor 
contractual o como guardián responsable de actividades peligrosas. En cambio, si 
la empresa transportadora se limita a recibir una suma de dinero como prestación 
por la vinculación del vehículo, pero este queda completamente bajo la 
administración y explotación de un tercero, es evidente que a la empresa no se le 
podrá aplicar la responsabilidad contractual ni la responsabilidad presunta por 
actividades peligrosas a que refiere el artículo 2356 del Código Civil. Solo en la 
medida que se pruebe una culpa de los funcionarios de la empresa, esta sería 
responsable en aplicación de lo dispuesto en el artículo 2341 del Código Civil.” 
 
 
TERCERA: CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA: 
 
 
En la responsabilidad civil extracontractual, como es el caso que nos ocupa, con 
fuente proveniente del ejercicio de actividades peligrosas de aquellas que el hombre 
realiza y por si mismas pueden causar daños, peligros o riesgos a terceros, como 
ocurre, precisamente con la utilización u operación de vehículos automotores 
terrestres, que es uno de los prototipos de esta clase de actividades y que se 
encuentra regulada en el artículo 2356 de nuestro Código Civil, donde la víctima 
tiene la obligación de probar el daño sufrido y la relación de 
causalidad del mismo con el ejercicio de la actividad peligrosa, produciendo un 
desplazamiento del principio de la carga de la prueba hacia quien desplegaba dicha 
actividad peligrosa, que para neutralizar tal pretensión y exonerarse de la 
responsabilidad debe probar una de estas tres (3) situaciones, que destruyen el 
nexo causal, que la jurisprudencia ampliamente a denominado “CAUSA EXTRAÑA” 
a saber: fuerza mayor o caso fortuito, hecho de un tercero o culpa exclusiva de la 



víctima, porque estas naturalmente excluyen al extremo pasivo de la autoría y, por 
lo tanto, lo relevan de la calidad de responsable. 
 
La victima según se dice en la demanda se desplazaba en una bicicleta por ello se 
demostrara en el curso del proceso que no observaba las normas propias 
establecidas en el Código Nacional de Tránsito para ciclistas y que ello fue la causa 
efectiva del accidente.  
  
Señala la Ley 1811 de 2016 en su ARTÍCULO 9o. NORMAS ESPECÍFICAS PARA 
BICICLETAS Y TRICICLOS. El artículo 95 de la Ley 769 de 2002 quedará así: 
Artículo 95. Normas específicas para bicicletas y triciclos. Las bicicletas y triciclos 
se sujetarán a las siguientes normas específicas: 
1. Debe transitar ocupando un carril, observando lo dispuesto en los artículos 60 y 
68 del presente código. 
2. Los conductores que transiten en grupo deberán ocupar un carril y nunca podrán 
utilizar las vías exclusivas para servicio público colectivo. 
3. Los conductores podrán compartir espacios garantizando la prioridad de estos en 
el entorno vial. 
4. No podrán llevar acompañante excepto mediante el uso de dispositivos diseñados 
especialmente para él o ni transportar objetos que disminuyan la visibilidad o que 
impida un tránsito seguro. 
5. Cuando circulen en horas nocturnas, deben llevar dispositivos en la parte 
delantera que proyecten luz blanca, y en la parte trasera que reflecte luz roja. 
 
De aquí brilla con luz propia la contravención por la violación de la norma en cita lo 
que a todas luces se traduce en una culpa del ciclista, al no transitar como lo ordena 
la norma, y por tanto, asumió, deliberadamente, el riesgo que ocasionó el evento 
lesivo, el cual de ninguna otra manera se hubiese producido. 
 
Al respecto, nuestro máximo tribunal ordinario, tiene por sentado que:“el sistema 
legal concede al juez amplios poderes para valorar, en concreto y a la luz de las 
probanzas, el hecho y las circunstancias del daño, no sólo en la tarea de deducir 
hasta dónde fue evitable, sino también en cuanto respecta saber en qué medida la 
propia culpa de quien sufrió el perjuicio puede atenuar y aun suprimir la 
responsabilidad" (G.L.XCVI, pág. 166)", (C.S.J., Cas., Sent, oct. 1/92.M.P Eduardo 
García Sarmiento). 
 
CUARTA: COBRO DE LO NO DEBIDO 
 
 
Desligándonos del tópico de la responsabilidad, y por ser también necesario, se 
debe abordar las irregularidades observadas en el cálculo del monto de los 
perjuicios. 
 
La indemnización de perjuicios no puede ser fuente de enriquecimiento. 
 
 



El principio de la reparación que rige la responsabilidad derivada del daño, es que 
la misma no está llamada a erigirse como una fuente de enriquecimiento y que a 
voces del conocido doctrinante JUAN CARLOS HENAO, en esta institución jurídica 
de la responsabilidad civil extracontractual, solo es indemnizable el daño, solamente 
el daño y nada más que el daño. 
 
De ese modo lo enseña la Corte Suprema de Justicia, en los siguientes términos: 
“La dificultad tiene su origen en la noción misma de indemnización, que no persigue 
como fin hacer que el perjudicado se lucre, sino reponer su patrimonio, por lo que 
es natural que, al comparar el estado que tenía antes y después de producirse el 
daño, se tomen en cuenta los efectos ventajosos producidos por el mismo hecho en 
virtud del cual se reclama. A esta operación los autores del derecho común han 
dado el nombre de compensatio lucri cum damno.1 Con esta locución suele 
evocarse el principio, no codificado pero reconocido por la doctrina y la 
jurisprudencia, en virtud del cual la cuantificación del daño resarcible debe tomar en 
cuenta las eventuales ventajas que obtiene el lesionado y que tienen su origen 
directo en el mismo hecho dañoso. 
(...) 
“Ciertamente puede decirse cuando el artículo 2341 del Código Civil prescribe que 
“el que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la 
indemnización”, se adopta, en armonía con  el  inciso  2  del  artículo  1649  del  
Código  Civil,  el  principio  según  el  cual la  prestación  de  la obligación resarcitoria 
llamada indemnización, tiene como límite cuantitativo aquel que, según su función 
de dejar indemne (sin daño), alcance a reparar directa o indirectamente el perjuicio 
ocasionado, para el restablecimiento, en sus diferentes formas, de la misma 
situación patrimonial anterior, lo que a su vez indica, de una parte, que aquélla debe 
ser completa para que como satisfactoria extinga la obligación correspondiente, y, 
de la otra, no se constituya el mismo daño como fuente de enriquecimiento para el 
victimario, pues éste desborda dicha cobertura indemnizatoria. Por lo tanto, un daño 
sólo puede ser indemnizado una sola vez, sin que sea posible recibir o acumular 
varias prestaciones con funciones indemnizatorias que excedan la reparación total 
del daño, en tanto que son admisibles las que carezcan de esta función (v, gr. 
donaciones).” Cfr. Sal. Cas. Civ. Sent. 9-07-12 M.P. Ariel Salazar Ramírez. Exp 
11001-3103-006-2002-00101-01. 
 
SOBRE LOS PERJUICIOS PATRIMONIALES 
 
Frente a los perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, fuera de no ser 
consecuencia directa del accidente de tránsito que nos convoca, tampoco reúnen 
los requisitos para ser considerados como tales. Esto es que sean personales, 
ciertos y directos y no meras expectativas como lo son los argumentos sobre los 
cuales están fundadas las pretensiones de la demanda. 
Para ello en sumamente importante, probar más allá de toda duda, la afectación 
directa derivada del accidente de tránsito, su dimensión y su cuantía. Y para ello, 
sin que exista tarifa legal, hoy en día, con las ventajas y ayudas que los avances de 
la ciencia y la tecnología han desarrollado, sin torna del todo ilógica no allegar al 



proceso, los soportes que sustentan la remota hipotética prosperidad de las 
pretensiones. 
 
 
Lo mismo ocurre con los perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, 
pues consideramos que no cumplen con los requisitos legalmente establecidos para 
poder superar las reglas de la experiencia y la sana crítica y la carga de la prueba 
establecida en el artículo 167 del CGP. 
 
DE LOS PERJUICIOS EXTRAPATRIMONIALES 
 
De  entrada,  se  aprecia  que  no  es  viable,  ni  ajustado derecho, que en el 
presente asunto se persigan el pago de perjuicios del orden extrapatrimonial, que 
no gozan de tal entidad y mucho menos del medio de convicción que pueda 
soportarlo, y que por tanto riñe con cualquier tipo de razonamiento lógico, situación 
que por sí sola impiden que sean acogidas en un fallo en derecho, y que de acuerdo 
con las reglas que rigen la institución jurídica de la responsabilidad civil 
extranegocial, la misma no puede ser fuente de enriquecimiento, máxime, cuando 
la misma ordena reparar, el daño cierto, concreto y directo. Sobre el particular, se 
trae a colación la siguiente posición: 
 
“Por último están todos aquellos “sueños de ganancia”, como suele calificarlos la 
doctrina especializada, que no son más que conjeturas o eventuales perjuicios que 
tienen como apoyatura meras hipótesis, sin anclaje en la realidad que rodea la 
causación, los cuales, por obvias razones, no son indemnizables”. (CSJ, Cas. Civil, 
Sent. Jun. 24/2008. Exp. 2000-01141. M.P. Pedro Octavio Munar Cadena). 
 
En conclusión, las pretensiones esgrimidas por el demandante, se encuentran 
totalmente huérfanas del necesario sustento probatorio, tanto documental como de 
cualquier otro medio probatorio, que debe acompañar la exigencia de esta clase de 
perjuicios, oportunamente desde la presentación de la demanda, lo cual lleva a la 
conclusión obligada de que estos perjuicios están llamados a fracasar por las 
razones expuestas, para lo cual solicitamos al Despacho que así lo declare en su 
oportunidad procesal. 
 
Las partes son dueñas de sus pretensiones y a voces de nuestro ordenamiento 
adjetivo, no probarlas equivale a inexistencia de la obligación indemnizatoria. En 
nuestro estado social de derecho no es viable erigir sentencias condenatorias sobre 
meras conjeturas o suposiciones, por lo que se impone por fuerza de la deficiencia 
probatoria a la hora de decidir, hay que concluir que se incumplieron 
deliberadamente las cargas probatorias de la parte demandante, en cuanto a la 
responsabilidad y en cuanto al daño y esa ausencia, debe ser resuelta bajo las 
reglas de los artículos 164 y subsiguientes del Código General del Proceso, conlleva 
a una lisa y llana absolución del demandado, haciendo gala del adagio latino: 
“¡Actores non probante, reus absolvitur!”. 
 
 



QUINTA: CONCURRENCIA DE CULPAS 

 
Sin que esta excepción sea excluyente con las planteadas anteriormente, se 
demostrara en curso del proceso que la víctima tuvo una participación directa en la 
ocurrencia del mismo lo que genera en ultimas una concurrencia de culpas. 
 
SEXTA: GENERICA O INMOMINADA 

 
Solicitó reconocer de oficio las excepciones que resulten probadas en el de curso 
del proceso. 
 
 

PRUEBAS 

 
1. Documentales aportadas: 

1.1. - Poder para actuar  
1.2.- Certificado de existencia y representación legal de COOMOFU LTDA. 
1.3.- Derecho de petición presentado ante SEGUROS MUNDIAL a fin de solicitar 
información referente al pago realizado por parte del SOAT que amparaba el 
automotor de placa WOY653, con el objeto de establecer si se realizó alguna 
indemnización con ocasión del accidente de tránsito que ocupa el presente proceso, 
sus beneficiarios y valores cancelados. En caso de no obtener respuesta por parte 
de SEGUROS MUNDIAL solicito se sirva oficiar a dicha entidad a fin de que brinde 
la información solicitada en el derecho de petición. 
    2. Documentales solicitadas 
 
2.1. Solicito se oficie a la FISCALIA GENERAL DE LA NACION del Municipio de 
Madrid o Facatativa – Cundinamarca  o la que conozca de proceso radicado bajo el 
número 254306000416202100575, a fin que allegue copia del expediente. El objeto 
de la presente prueba es para establecer las circunstancias de tiempo modo y lugar 
en que ocurrieron los hechos. 
2.2. Solicito se oficie al HOSPITAL SAN RAFAEL DE FACATATIVA  a fin que remita 
copia de la historia clínica de la señora BLANCA CELY REYES VARGAS 
identificada con la C.C. No. 1.073.156.393. El objeto de la presente prueba es 
establecer las condiciones en que la victima llego, la atención prestada y determinar 
si se encontraba en estado de embriaguez. 
NOTA; Téngase en cuenta que estas pruebas no se pueden obtener a través de 
derecho de petición, teniendo en cuenta que se trata de información que tiene el 
carácter de reservada por contener datos sensibles y personales, a más de la 
reserva sumarial por parte de la fiscalía teniendo en cuenta que COOMOFU LTDA 
no es parte dentro de dicho proceso,  por lo tanto solo procede por orden judicial. 
 
3.- Interrogatorio de parte:  
3.1. -Se señale fecha y hora para que la parte demandante absuelva el interrogatorio 
de parte que le formulare en forma verbal durante la diligencia. 



3.2.- Se señale fecha y hora para que la parte demandada JORGE ALBERTO H 
ERNANDEZ GOMEZ Y DIANA ELIZABETH TRIANA PEÑUELA, absuelvan el 
interrogatorio de parte que le formulare en forma verbal durante la diligencia. 
 
Los interrogatorios de parte son solicitados conforme lo señala el artículo 198 del 
CGP.  
 

ANEXOS 
 
Adjunto al presente escrito los documentos relacionados en el acápite de las 
pruebas .DECRETO LEY 806 DE 2020 
 
El presente escrito, se envía, junto con sus pruebas, anexos, con copia a la parte 
demandante, tal y como lo ordena el numeral 14 del artículo 78 del Código General 
del Proceso y en artículo 8° del Decreto Ley 806 de 2020, con las consecuencias 
jurídicas y procesales allí establecidas, a los correos electrónicos destinados para 
tal fin por la demandante: gerencia@barretoymartinezabogados.com 
 
 

NOTIFICACIONES 
  
 
 Mi poderdante en las direcciones físicas y electrónicas aportadas con la demanda. 
 
El suscrito las podrá recibir en la Secretaría del Despacho, en la Cll 33 No. 17 28 de  
de Bogotá D.C. Correo electrónico adolfomattosabogado@gmail.com 
 
 
 
 
Atentamente,  
 
 

 
 
 
BELISARIO ADOLFO MATTOS RODRIGUEZ  
C.C. No. 79.658.471 de Bogotá  
T.P. No. 97748 del CSJ 
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CONTESTACION DEMANDA Y LL EN GARANTIA J. 25 CC No. 2022-00066

Adolfo Mattos <adolfomattosabogado@gmail.com>
Vie 29/04/2022 4:30 PM

Para: Juzgado 25 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto25bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: gerencia@barretoymartinezabogados.com <gerencia@barretoymartinezabogados.com>
Señor(a)
JUZGADO 25 CIVIL  DEL CIRCUITO DE BOGOTA
C.E.: ccto25bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
E.          S.        H.          D.
 
REF:  PROCESO No. 110013103025-2022-00066-00
          DECLARATIVO  DE RESPONSABILIDAD CIVIL DE YHON SEBASTIAN GONZALEZ
RUA Y OTROS  CONTRA COOMOFU LTDA Y OTROS

 
BELISARIO ADOLFO MATTOS RODRIGUEZ, mayor de edad, domiciliado en Bogotá,
identificado como aparece al pie de mí correspondiente firma, obrando en calidad de
Apoderado Judicial de la COOPERATIVA DE M OTORISTAS DE MOSQUERA Y FUNZA
COOMOFU LTDA., con Nit. 860517391-5 con domicilio principal en Funza – Cundinamara,
parte demandada dentro del proceso de la referencia, conforme al poder otorgado, allego
contestación de demanda y llamamiento en garantia. 


El presente escrito, se envía, junto con sus pruebas, anexos, con copia a la parte demandante,
tal y como lo ordena el numeral 14 del artículo 78 del Código General del Proceso y en artículo
8° del Decreto Ley 806 de 2020, con las consecuencias jurídicas y procesales allí establecidas,
a los correos electrónicos destinados para tal fin por la demandante:
gerencia@barretoymartinezabogados.com

Cordialmente, 

BELISARIO ADOLFO MATTOS RODRIGUEZ 
C.C. No. 79658471
T.P. No. 97748 CSJ
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JUZGADO 25 CIVIL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECRETARÍA 

Bogotá D.C. 13 de mayo de 2022 

TRASLADO No. 005/T-005 

PROCESO No. 11001310302520220006600 

Artículo: 370 

Código: Código General del Proceso 

Inicia: 16 de mayo de 2022 

Vence: 20 de mayo de 2022 

KATHERINE STEPANIAN LAMY 

Secretaria 


	En este punto, la Sala Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia, mediante sentencia SC11149-2015, Radicación N  08001-31-03-006-2007-00199-01, del veintiuno (21) de agosto de dos mil quince (2015), siendo Magistrado Ponente, el Dr. JESÚS VALL D...

